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			En defensa de lo público

			Quienes propagan el mantra de que lo público no funciona, en el fondo lo que buscan es rebajar su aportación a lo común y pagar menos impuestos

			Ignacio Escolar

			Director de eldiario.es

			La crisis de 2008 demostró que era falso que el mercado financiero se autorregulara solo. Era una mentira interesada, propagada por quienes se lucraban de un modelo así, y que acudieron prestos a pedir ayuda al sector público cuando sus castillos de naipes se derrumbaron, un rescate que pagamos con el  dinero de todos. Liberalismo para los beneficios, socialismo para las pérdidas. Es una historia que todos recordamos cómo acabó: íbamos a reformar el capitalismo y al final fue el capitalismo el que nos reformó a nosotros.

			Esta nueva crisis del coronavirus guarda algunos paralelismos con la anterior. De nuevo ha quedado patente una gran mentira: que el sector privado es siempre más eficiente que el público para gestionar lo común. Basta con repasar qué está ocurriendo en EEUU, con su desastroso modelo sanitario, para demostrar que no es así. Que es justo al contrario: la sanidad, la vivienda o la educación no se pueden dejar solo en manos del sector privado porque eso supone asumir que esos derechos fundamentales son solo para quienes los pueden pagar. Y que cuando lo público desaparece completamente de estos ámbitos, no solo se genera una enorme desigualdad, también una enorme ineficiencia. La sanidad estadounidense no solo es injusta, también es mucho más cara. 

			Cuando determinados poderes y sectores privilegiados intentan torpedear al sector público y reducirlo a la mínima expresión lo hacen por otra razón: los impuestos. No hay buenos servicios públicos sin un sistema fiscal justo y por tanto progresivo, como establece nuestra propia Constitución. Quienes propagan el mantra de que lo público no funciona, en el fondo lo que buscan es rebajar su aportación a lo común y pagar menos impuestos. Son los mismos que también argumentan que el dinero está mejor “en el bolsillo de los ciudadanos”, como si la ausencia de unos buenos servicios públicos no obligara a los ciudadanos a tener que pagar igualmente. Lo llaman individualismo pero la palabra exacta es otra: egoísmo. 

			Un debate está ligado al otro. Y de la misma manera que es imposible soplar y sorber al mismo tiempo, tampoco son compatibles los servicios públicos de calidad con las bajadas de impuestos. Porque las dos cosas no pueden ser, salvo que recurramos a la deuda, que en el fondo no es otra cosa que trasladar la factura, y el problema fiscal, a nuestros hijos. Es un debate técnico el cuándo y el cómo; es imposible asumir el coste de esta crisis sin aumentar la deuda. Pero más tarde o más temprano, las cuentas deberían cuadrar. Y solo se puede hacer de dos maneras: o con recortes o con impuestos.

			De la misma forma que el gran debate en la crisis de 2008 fue esa refundación del capitalismo que nunca llegó, la crisis del coronavirus va a obligar a todos los países a decidir qué tipo de salida tomar. Igual que entonces, hay dos opciones: apostar por el interés general o no hacerlo. Que todos salgamos de esta situación al mismo tiempo o que haya quien se quede atrás. En la pasada crisis, todos recordamos qué sucedió. Que no vuelva a pasar depende de nosotros. La defensa de lo público no se puede quedar en los aplausos de las ocho de la tarde en el balcón.
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			El ataque contra lo público

			La permanente ofensiva contra lo público se inició en los años 80 con la revolución conservadora de Reagan y Thatcher y ni siquiera la crisis financiera y económica de 2008 consiguió frenarla

			Iñigo Sáenz de Ugarte

			@guerraeterna

			El eslogan tenía gancho y era el que se necesitaba en esos momentos. “Hacienda somos todos”, vieron los españoles en los anuncios de prensa y televisión en 1978. La expresión se quedó con nosotros para siempre. La reforma fiscal promovida por Enrique Fuentes Quintana, vicepresidente económico del Gobierno de Adolfo Suárez posterior a las elecciones de 1977, y ejecutada por el ministro de Hacienda, Francisco Fernández Ordóñez, pretendía que los españoles asumieran que debían hacer la declaración de la renta y que debían contar la verdad. El eslogan completo era mas largo: “Ahora, Hacienda somos todos. No nos engañemos”. El “ahora” era muy importante. Nadie se lo hubiera creído en la dictadura.

			Se dice que la idea del eslogan partió del propio Ministerio. En concreto, de un funcionario que recordaba una frase de Juan Bravo Murillo, ministro de Hacienda y luego primer ministro a mediados del siglo XIX. A veces, hay viejas ideas que disfrutan de una segunda vida.

			Fernández Ordóñez la adoptó con entusiasmo y la amplió con otra en sus declaraciones con la que quería dejar patente la responsabilidad fiscal de los ciudadanos. “Aquí paga hasta el rey”, solía decir, una frase que no ha resistido tan bien el paso del tiempo después de las noticias sobre la fortuna de Juan Carlos I escondida en Suiza.

			Décadas después, los informativos de las televisiones privadas y muchos periódicos dedican amplios espacios al denominado “día de liberación fiscal”, el momento del año en que el contribuyente supuestamente deja de ‘trabajar’ para el Estado. Es una plasmación de la idea neoliberal de que el dinero de los impuestos sólo sirve para aumentar el poder de la Administración y quitárselo a los ciudadanos, una especie de robo legalizado. Ignora que esos fondos públicos sostienen –no durante unos meses, sino todo el año– la sanidad, la educación, las fuerzas de seguridad y todos los servicios públicos.

			Los ingresos fiscales suponen un 38,9% del PIB español, un porcentaje inferior al 46,5% de media en la zona euro (o al 45,6% de Alemania y el 53,5% de Francia). Para Daniel Lacalle, el principal asesor económico de Pablo Casado en el PP, ese “día de liberación” es perfecto, porque le permite cuestionar el dato del porcentaje de ingresos fiscales y sostener que España es uno de los países de la OCDE con mayor presión fiscal. Lacalle también afirma que es posible recaudar más bajando impuestos, el concepto expresado en la curva de Laffer que no se ha demostrado en ningún sitio. Suele ocurrir todo lo contrario. 

			La permanente ofensiva contra lo público se inició en los años 80 con la revolución conservadora de Reagan y Thatcher y ni siquiera la crisis financiera y económica de 2008 consiguió frenarla. A pesar de la constante reclamación de que el Estado deje de inmiscuirse en la actividad económica del sector privado, lo que también se propicia es que se utilicen fondos públicos para mejorar los resultados de empresas privadas en beneficio del bolsillo de sus accionistas. 

			Los ejemplos son numerosos. Desde hace décadas, en España se insiste, desde medios de comunicación o el Banco de España, que es imprescindible suscribir un plan privado de pensiones para asegurar una jubilación digna. La realidad es que hasta ahora han sido un mal negocio para sus clientes. Un informe del IESE de 2014 reveló que de los 257 fondos con al menos 15 años de trayectoria, únicamente tres habían logrado una rentabilidad media superior a los bonos del Estado a 15 años. Básicamente, “son un gran negocio para las gestoras privadas (los bancos), pero no para los ahorradores”, en expresión del catedrático Ignacio Zubiri. 

			Además, ese negocio es favorecido por los gobiernos con generosas desgravaciones fiscales. Esa ayuda estatal beneficia a los que más tienen. El 52% de las personas que ganan más de 51.000 euros, el doble del salario medio, tienen un plan de pensiones. Son el 5% de los contribuyentes. 

			La sanidad privada en España ha logrado en los últimos años su récord de negocio. No sería un problema si el recorte del gasto sanitario por habitante no hubiera debilitado a la sanidad pública, a la que muchos asocian con listas de espera o un trato rápido e insatisfactorio en la atención primaria. Demasiados pacientes para los médicos existentes. A eso se añade que una de las razones del crecimiento de la sanidad privada son los conciertos con los gobiernos autonómicos. Un 25% de los ingresos del sector privado procede de aquí. Catalunya es la comunidad que más recursos públicos emplea en ello: casi un 25% de su gasto sanitario se destina a conciertos.

			La conexión entre el sector público y privado es evidente y corre en beneficio del segundo. Los ingresos de las empresas sanitarias y aseguradoras de salud subieron un 16% en cinco años, mientras la inversión pública en sanidad bajó casi un 6% entre 2010 y 2015.

			De recurso a negocio 

			En España, la educación privada es un buen negocio gracias al aporte de fondos públicos. La concertada surgió en los 80 como forma de extender la educación obligatoria hasta los 16 años sin invertir lo necesario en enseñanza. Se ha convertido en una medida estructural. Los centros concertados reciben un 70% de sus ingresos del Estado, y eso los hace rentables. Los colegios privados y concertados han duplicado sus ingresos en 13 años. En la década 2005-2015, aumentaron sus beneficios un 53%.

			El dinero público permite separar a los alumnos de familias ricas de los que vienen de familias pobres. Estos últimos son solo un 7% de los alumnos de los centros concertados. Los estudiantes de las familias con más recursos cuentan con mejores colegios, mejores notas y por tanto mayores posibilidades de tener mejores trabajos en el futuro. Es decir, no hay igualdad de oportunidades en el sistema educativo español.

			La pandemia del coronavirus deja más preguntas que respuestas sobre su impacto en el discurso económico. “La era de Reagan ha muerto”, dicen algunos analistas de EEUU. Solo con el poder del Estado se puede intentar salir de este hundimiento del empleo. Nadie se atreve ahora a argumentar que el Estado debe gastar solo lo que ingresa, como se dijo en Europa después de 2010 para imponer la era de la austeridad. Argumentarlo ahora sería casi un suicidio político. 

			Aún así, sería demasiado ingenuo creer que la batalla ideológica ha terminado. La ofensiva contra lo público continuará, como se ha visto en España en el debate sobre el ingreso mínimo vital. Nunca hay problemas para rescatar bancos y empresas con fondos públicos o para concederles cuantiosas desgravaciones fiscales. Siempre se cuestiona que el Estado los destine a reducir la desigualdad o a permitir que los más pobres puedan comer. El Estado de bienestar ha visto reforzada su legitimidad y utilidad social a causa de los efectos de la pandemia, pero sus enemigos solo esperan el momento más adecuado para reanudar la ofensiva.
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			«El capitalismo está colapsando, mientras se asumen políticas que pretenden que la economía siga como si nada»

			Yannis Varoufakis se hizo conocido en toda europa cuando, en lo más duro de la crisis que empezó en 2008, se enfrentó como ministro de finanzas griego a la ‘troika’ y sus políticas de austeridad. perdió. hoy vuelve a ser diputado raso en el parlamento de su país con un movimiento paneuropeo

			andrés gil
@andresgil

			Yannis Varoufakis (Falero, Grecia, 1961) fue el ministro de Finanzas griego durante unos meses dramáticos en la zona euro, entre enero y julio de 2015. Fueron los meses en los que la Grecia de Alexis Tsipras perdió el pulso contra la troika y sus programas de rescate vinculados con recortes. Cinco años después, la zona euro vuelve a vivir una crisis, esta vez motivada por una pandemia, pero de dimensiones aún más drásticas que las de entonces. Promotor del movimiento paneuropeo DIEM25, Varoufakis es ahora diputado en el Parlamento griego (el Mera25 logró un 3,44% de los votos y 9 escaños en las últimas elecciones griegas).

			“Alguna gente critica a la UE por ir demasiado despacio, y dicen que se va en la buena dirección pero muy despacio. Mi crítica es que nos estamos moviendo en la dirección equivocada. No es una cuestión de velocidad. Es una cuestión de dirección”, afirma Varoufakis.

			¿Cree que esta crisis está cambiando la forma de entender las políticas públicas al revelar la importancia de los servicios públicos y del Estado?

			Hay un grave peligro de confundir la ilusión con la realidad, de confundir lo que a las personas les gustaría que sucediera con lo que está realmente ocurriendo. Se habla mucho de la reactivación de los bienes comunes, de la prestación de los servicios públicos, del fin del neoliberalismo. Pero no hay absolutamente ninguna evidencia de eso.

			La gente olvida que en 2008-2009, hubo más nacionalizaciones en EEUU que las que hizo Lenin en 1917. Y lo que ocurrió cuando los mercados y los grandes negocios se estabilizaron fue volver a las mismas narrativas. No volvimos a la situación previa a 2008 en el sentido de que la intervención pública y de los estados generó una burbuja de liquidez gigantesca que llevó a los grandes negocios, en particular el financiero, a ser muy dependiente del dinero público, pero sin control público sobre ello.

			Por lo tanto, ya hemos vivido esto. ¿Por qué ahora va a ser diferente? Bueno, tenemos que esperar y ver, pero no hay ninguna prueba de que vaya a ser diferente. Si miras la masiva intervención en Estados Unidos, a la gente común le han llegado migajas y los grandes negocios han recibido la parte del león del dinero público, pero sin rendición de cuentas.

			En la UE las cosas son peores porque no hay Gobierno federal ni Tesoro federal. La gente común no tiene nada de la UE. Cero. No hay helicóptero del dinero ni inyección fiscal. Por tanto, con el coronavirus y el desastre de la pandemia tenemos una intensificación de la crisis que arrancó en 2008. Pero no veo el cambio profundo en políticas y en la política económica de Europa o el mundo que mucha gente quiere pensar que está ocurriendo.

			¿Y qué hay que hacer?

			Eurobonos, un plan apropiado de inversiones para Europa en su conjunto, un genuino plan verde, no el de la Comisión Europea, que no tiene dinero detrás. Por ejemplo, nuestro movimiento, DIEM25, ha estado proponiendo desde el principio que el Banco Central Europeo (BCE) debería emitir eurobonos en nombre de la zona euro, bonos BCE. Imagina si el BCE pudiera emitir bonos a 30 años de un billón de euros para asegurar que la deuda pública española no contara como deuda pública española, sino financiada a través de eurobonos. Y que diera a Europa 30 años para decidir cómo vamos a hacer la unión fiscal. Y si no podemos hacerla en 30 años, es que directamente no vamos a poder hacerlo.

			Al mismo tiempo, estamos proponiendo que el Banco Europeo de Inversiones (BEI) emita 500.000 millones de bonos cada año durante cuatro años, respaldados por el BCE, y que ese dinero sea un fondo añadido para inversión en la transición verde, abarcando toda Europa, por ejemplo, en tecnologías de electrificación, inteligencia artificial, etc. Sería un gran programa paneuropeo financiado a través de bonos, bonos del BEI.

			El BCE no hace esto, solo presta al Santander o al BNP Paribas, que nunca van a dar ese dinero a la gente, se lo van a prestar a Siemens, y Siemens lo va a usar para comprar acciones de Siemens en bolsa. Eso ayudará a Siemens a subir el precio de sus acciones, pero no ayudará a Europa en nada.

			Con la pandemia vemos a la gente afrontando los problemas del recorte de servicios públicos, y siendo conscientes de que carencias a la hora de afrontar la crisis tienen que ver con recortes del pasado. ¿Pueden cambiar las cosas?

			No sin un cambio en las políticas. No sin reforzar y crear un movimiento político paneuropeo, como en el que llevamos años trabajando. Porque no creemos que el PSOE en España o el Partido Demócrata (PD) en Italia estén interesados o puedan organizar lo que estás sugiriendo. La defensa de lo social, aunque quieran, como es una crisis paneuropea, debe afrontarse con un movimiento paneuropeo. 

			Pero la situación es realmente deprimente, porque incluso aunque todo el mundo celebre los sistemas públicos de salud, ¿realmente se ve apoyo financiero real a los sistemas públicos sanitarios? Yo no lo veo. Lo que veo es la misma retórica neoliberal aburrida, sobre los acuerdos público-privados. Por tanto, todo el establishment de la Unión Europea, democristianos y socialdemócratas, se están moviendo de nuevo en esta dirección. Y hablan de alianzas público privadas, que para el votante medio puede sonar razonable que el sector privado ayude al sector público.  Pero para aquellos que saben cómo funcionan las alianzas público privadas, sabemos que no van de que el sector privado ayude al público, sino de que el sector público ayude al privado para asegurar que los beneficios se prolonguen en el futuro a costa del sector público. 

			¿No ve el regreso de una suerte de ‘neokeynesianismo’ en lugar del liberalismo hegemónico en los últimos años que aprovechó la crisis de la izquierda?

			La eurozona ha sido creada de forma tan brillante por los ordoneoliberales, que incluso si Dios y los ángeles estuvieran en el Gobierno en Madrid, no podrían hacer mucho. Si envías a un ministro de Finanzas al Eurogrupo, que dice sí al resto, no hay nada que puedas hacer en Madrid. Nada.

			Porque los límites son tan fuertes, que dentro de ellos puedes intentar hacer algo virtuoso. Pero es que no puedes, es como llevar una camisa de fuerza. Por tanto, a menos que tengamos gobiernos capaces de decir no en el Eurogrupo de forma colectiva porque compartan agenda y programa… Porque los neoliberales sí que tienen el mismo programa; y los fascistas también tienen el mismo programa. Pero los progresistas, no.

			Por eso insistíamos en DIEM25 en que, antes de nada, teníamos que redactar nuestra agenda política. ¿Qué haríamos en Europa? ¿Qué haríamos con el BCE? ¿Qué haríamos con el BEI? ¿Cómo financiaríamos la transición ecológica? ¿Y la sanidad pública? Necesitas ese programa para luego ir al Eurogrupo con él y decir: esta es la alternativa.

			Ahora, van al Eurogrupo y dicen sí a todo lo que les dan los burócratas. Y luego regresan a Madrid y dicen: ‘¿Cómo podemos ser socialistas cuando no tenemos ni dos euros que juntar?’

			Pero, al mismo tiempo, estamos viviendo una crisis del capitalismo.

			¿Y qué diferencia hay con los 30? En los 30 el capitalismo estaba colapsando y todos los gobiernos actuaban sin coordinación, como hoy en día. Y todos siguiendo las mismas políticas catastróficas.

			El capitalismo está colapsando, mientras se asumen políticas que pretenden que la economía siga como si nada, cuando no se puede. Y el resultado es que nos hemos dirigido firmemente al desastre. Mira el crecimiento de Vox en España, el de Fratelli en Italia, en Grecia tenemos un gobierno de centro derecha fuerte gracias a que ha adoptado la narrativa xenófoba y racista de los fascistas.

			Y Alemania está aún gobernada por Merkel. ¿Pero por cuánto tiempo? ¿Y qué tipo de Gobierno tendrá Alemania cuando se vaya? Veo a Alemania como a Reino Unido en los 90, con el euroescepticismo creciendo. Lo puedes ver en el Tribunal Constitucional, en el discurso de sus políticos… Tienen elecciones en Alemania y nunca hablan de Europa, y son el corazón de Europa. Así que estamos en una versión posmoderna de los años 30 del siglo pasado.

			¿Vivimos en una especie de República de Weimar europea? ¿Terminaremos como entonces?

			Espero que no acabe en una guerra. La historia nunca se repite salvo como farsa, como decía Marx, pero vivimos en una situación propia de república de Weimar en la que aquellos que tienen el poder están engañados al pensar que pueden mantener las cosas como están cuando no pueden.

			Con el populismo, la xenofobia y el racismo creciendo en el mundo y Europa, fragmentándose y aumentando su desunión en lugar de la unión, no hay duda de que estamos en esta situación. 

			Probablemente estemos afrontando una deuda pública muy grande en los próximos años por el gasto frente a la pandemia, y en el pasado en otras crisis siempre ha habido una forma de reestructurar la deuda. Pero eso ahora no está en la agenda.

			Estará se quiera o no, porque la deuda que no puede pagarse se reestructura aunque no quiera el sistema político. La única duda es: ¿se hará con inteligencia o con torpeza?

			Intentarán extenderla en el tiempo, pretendiendo que la han solucionado, que es lo que hicieron en Grecia. Sería catastrófico, y perderéis otra buena cantidad de españoles que migrarán. Este es el asunto. Tienen que comprender que no pueden elegir no reestructurar la deuda. Es como la ley de la gravedad, no puedes pretender que no hay gravedad, y que puedes volar por tu cuenta, mover las alas, las manos y volar. No puedes.

			Entonces, pienso que el gran fallo de Sánchez es la facilidad con la que aceptó la muerte de los eurobonos. Él, junto con otros gobiernos, propuso los eurobonos pero no los apoyó, y permitió que su ministra de Finanzas (Nadia Calviño) los matara en el Eurogrupo. Creo que fue su error definitorio.

			¿No cree entonces que estemos ante un cambio de paradigma en Europa?

			No, no, es mi mensaje principal en las últimas semanas, porque creo que los progresistas de centro izquierda son los peores enemigos del progreso en Europa y de la causa de la socialdemocracia.

			Los peores enemigos de la socialdemocracia son los socialdemócratas, porque han salido a celebrar este fondo de recuperación, por ejemplo, y celebraron el acuerdo terrible del Eurogrupo del 9 de abril que activaba el fondo del MEDE.

			Si tienes amigos así, ¿para qué necesitas enemigos neoliberales? Porque lo que han hecho es legitimar lo ilegítimo. Dejaron hacer a Angela Merkel y Emmanuel Macron, y jugaron el papel de cheerleaders de su propia desaparición. Es como pavos votando por la Navidad.ldrá Europa de esta crisis?

			Ni idea. Solo sé que no habrá recuperación si seguimos haciendo las mismas cosas. La Europa continental ha tenido siglos de declive. y de nuevo depende solo de nosotros. No debemos ser fatalistas. Podemos cambiar las cosas mañana si tomamos nuestro destino con nuestras manos.

			No merece la pena hacer predicciones. Lo que tenemos que hacer es actuar para cambiar las cosas.
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			Una política de cuidados para poner la vida colectiva en el centro

			Cuando las mujeres decimos que “si nosotras paramos, se para el mundo” reclamamos que se valore ese trabajo; dejar de mover el mundo solas y empezar a mover un planeta donde el cuidado de la vida común esté en el centro

			Amaia Pérez Orozco

			“Sin nosotras, no se mueve el mundo”. Este reclamo, originariamente lanzado por las trabajadoras de hogar, ha permeado los últimos 8 de marzo. Son palabras que nos convocan a un cambio sistémico que, con la crisis de la COVID-19, se ha evidenciado más urgente que nunca. Cuando afirmamos que “si nosotras paramos, se para el mundo” estamos reclamando que se reconozca y valore este trabajo; dejar de mover el mundo solas; y, sobre todo, empezar a mover un mundo distinto donde el cuidado de la vida común esté en el centro. En este artículo nos preguntamos qué política pública puede responder este órdago y acoger la potencia de transformación y la capacidad de ilusionar que hay cuando luchamos desde los cuidados. 

			Pero, antes de ello, ¿de qué hablamos cuando hablamos de cuidados? Hablamos de lo que no ha podido parar mientras todo lo demás paraba; son los trabajos que reconstruyen la vida de todas las personas día a día. Incluyen, pero desbordan, la atención a la dependencia y la infancia. Son aquellos trabajos históricamente asociados a las mujeres, repartidos entre nosotras de forma sumamente desigual; históricamente mal pagados o no pagados, sin derechos o con derechos de segunda; y que han sido siempre imprescindibles para sostener la vida en un sistema socioeconómico que no pone la vida en el centro, sino que explota la vida para el beneficio privado de unos pocos. 

			La crisis vital evidenciada por la crisis sanitaria hunde sus raíces en el actual modelo socioeconómico insostenible y frágil, sostenido por una cara B de cuidados injustamente repartidos. Necesitamos un “ajuste estructural” para poner el sistema socioeconómico al servicio de la vida. Y aquí los cuidados pueden actuar como política faro, para guiar la transición, porque proporcionan una mirada privilegiada al sistema de abajo hacia arriba, viendo más agudamente y con antelación lo que cuesta desentrañar al mirar desde los mercados. Y pueden actuar como política palanca, porque son la base de todo lo demás: cambiando la base, modificamos el conjunto.

			Los cuidados pueden guiar un ajuste estructural que transite por dos vías: una, la reorganización de los trabajos socialmente necesarios, desmontando su actual organización biocida (a mayor valor social, menor valor de mercado; y mayor nivel de feminización y racialización); dos, la substitución de la lógica de lo público-privado por una lógica de lo público-social-comunitario, en la que lo público no se desresponsabilice ni ahogue las iniciativas comunitarias. 

			Para lograr ese ajuste hay que cambiar el conjunto de políticas. Extranjería, ordenación del territorio, vivienda… Mencionemos dos. Primero debemos empujar hacia una política económica que proporcione recursos suficientes para el cuidado de la vida colectiva. Si no, los costes no desaparecerán y se derivarán a esa base en forma de costes invisibles. Esta financiación ha de basarse en la redistribución y obliga a una reforma fiscal profunda y progresiva. Necesitamos también una política laboral que deje de pensar a las personas trabajadoras como sujetos sin responsabilidad ni necesidad de cuidados. Apostemos por la conciliación, las cotizaciones a la seguridad social que costeen la reproducción de la mano de obra y la reducción de la jornada laboral. ¿Cuánto tiempo de vida nos queda para el empleo si repartimos primero los cuidados? Estas y otras propuestas se profundizan si empujamos y vigilamos el conjunto de las políticas desde los cuidados.

			Además de faro y palanca, una política de cuidados requiere políticas específicas para materializar un derecho universal a cuidados dignos, especialmente en las situaciones vitales donde la vulnerabilidad es mayor. Esto ha de hacerse garantizando condiciones laborales en el sector, protegiendo los cuidados del ánimo de lucro y avanzando hacia lo público-social-comunitario. Precisamos un sistema de promoción de la autonomía (más que de atención a la dependencia) publificado y ampliado, que integre formas innovadoras en línea con el envejecimiento activo (como las viviendas colaborativas); un sistema integrado de educación y cuidado infantil; un sistema de prestaciones de cuidados incondicionales y deslaboralizadas; y un centro para la profesionalización de los cuidados en precario. 

			Precisamos habilitar estructuras institucionales que operativicen esa triple función (faro, palanca y políticas específicas). La configuración de un Sistema Público-Comunitario de Cuidados territorializado podría ser el modo de lograrlo en el medio plazo. En el corto plazo, el avance hacia ese sistema puede comenzar con un plan de choque que lance un mensaje de compromiso institucional sólido y responda a las situaciones más sangrantes. 

			Este plan debería contener, cuando menos, cuatro tipos de medidas: el lanzamiento de una red de diálogo social y de una mesa interinstitucional para ir conformando el SEC; medidas de urgencia para equiparar el empleo de hogar a otros sectores laborales y proteger las condiciones de vida de las trabajadoras; ampliar el empleo público en atención a la dependencia y mejorar las condiciones laborales en el sector; y facilitar los cuidados en los hogares con la aprobación de una prestación incondicional y universal por cuidado de menores.

			Habitamos un mundo en transición ecosocial; un mundo que está cambiando lo queramos o no y de cuyo devenir debemos hacernos responsables. Una apuesta firme y radical por una política de cuidados de transición puede y debe jugar un papel clave en este momento. Desde la inteligencia colectiva, la que tantas veces no queda atrapada en títulos formales; y desde el debate radicalmente democrático, construyamos una política de cuidados de transición. Ideemos una política que combine los conocidos mecanismos del estado del bienestar con otros instrumentos que actualmente están en los márgenes o ni siquiera existen, para reinventar el estado del bienestar y construir una lógica de lo común. Con estos hilos diversos, construyamos una política que logre responder a las urgencias (marcadas por arreglos del cuidado precarios o colapsados) de manera tal que, desde la reorganización, la vida en lo cotidiano siente las bases de un cambio sistémico hacia un modelo reproductivo sostenible que tenga el cuidado de la vida común como eje vertebrador. 
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			Vasos comunicantes. Años de recortes en lo público han favorecido el negocio privado

			Mientas caía la inversión pública entre 2010 y 2014, y con ella la calidad de la atención, crecieron el gasto de las familias en sanidad, las pólizas de seguro de salud y los ingresos de las clínicas privadas

			Raúl Rejón

			@raulrejon

			La pandemia de COVID-19 en el primer trimestre de 2020 estuvo cerca de quebrar la capacidad del sistema sanitario español para atender a pacientes infectados con el nuevo coronavirus. Muchos hospitales públicos se convirtieron en centros dedicados en exclusiva a la enfermedad: áreas de urgencia improvisadas en salas de espera, en despachos, en pasillos. Turnos extenuantes para los sanitarios, que además se fueron infectando uno tras otro: España ha tenido la tasa más alta de profesionales afectados de la UE.

			La presión de la pandemia llevó el sistema al límite, de tal manera que la sociedad irrumpió en aplausos cada tarde a las 20.00 ante la evidencia de que la sanidad y sus profesionales se habían convertido en la primera línea de resistencia. Un aspecto esclarecedor: un día antes de declararse el estado de alarma, los responsables sanitarios se habían lanzado a una búsqueda desesperada por habilitar camas de UCI ante la previsión de la exigencia que estaba por llegar. España contaba con unas 4.400 de estas plazas. Los intensivistas consideran que el nivel básico debería haber estado en más de 7.000.

			Sin embargo, la sanidad pública ahora convertida al parecer en joya de la corona de cualquier administración (las competencias recaen sobre todo en las comunidades autónomas) había llegado con la lengua fuera a este reto tras años de recortes. Recortes impuestos con especial virulencia con la llegada de la crisis financiera de 2008 y sus consecuencias a largo plazo.

			“Debemos transformar la crisis en una oportunidad para asegurar la sostenibilidad del sistema sanitario”. Esta sentencia de 2012 esgrimida por uno de los encargados del área sanitaria del Partido Popular, José Ignacio Echániz, ilustra la trayectoria emprendida durante esos ejercicios y que se tradujo en la mengua de la inversión pública y la apuesta por la privatización con el objetivo de ajustar los presupuestos. Echániz fue ponente en el Congreso de la ley que permitió las “nuevas formas de gestión del Sistema Nacional de Salud”, fue consejero de Sanidad en Madrid y más tarde de Castilla-La Mancha.

			Al mismo tiempo, y al calor de la caída de recursos en el sector público, la sanidad privada ha florecido gracias al crecimiento de los seguros privados, el gasto directo de los hogares y los conciertos públicos. 

			El año en el que los gobiernos autonómicos y central comenzaron a reducir el gasto en sanidad, 2010, los hogares empezaron a dedicar más recursos propios. Entre 2009 y 2013, las administraciones recortaron 9.000 millones de euros un 12%. Al mismo tiempo, los hogares vieron como su factura sanitaria pasaba de 18.907 a 22.189 millones, según refleja el Sistema de Cuentas de la Salud. Un empujón de 3.282 millones o, lo que es lo mismo, un incremento del 17,3%. En este contexto, las clínicas privadas pasaron de facturar unos 5.800 millones en 2008 a un volumen de negocio de 6.450 millones en 2014, según el estudio de mercado de DBK. Unos bajaban y otros subían –y mucho–. La caída de recursos llevó inevitablemente al deterioro. Y ante el deterioro, pero con la necesidad de cuidar la salud, la población miró al sector privado. El gasto en personal cayó en más de 3.400 millones entre 2009 y 2014, según calculaba el Ministerio de Sanidad. Con el desplome se perdieron 12.180 empleos sanitarios.  También en este periodo de recortes cayeron las camas de hospital en España: de 157.978 a 154.333, pero con un matiz todavía peor: “El descenso es aún mayor en las camas que finalmente son puestas en funcionamiento para la atención en hospitalización”, describía el documento de Indicadores Hospitalarios del Ministerio de Sanidad de 2016. La poda a la hora de tener una cama dispuesta para un paciente fue de 7.330 puestos.

			Si se mira a la Atención Primaria, nombrada piedra angular para el control de la pandemia de COVID-19 una vez pasado el pico de la enfermedad, en 2010 empezó su resquebrajamiento que le llevó a perder más de 1.450 millones (un 15,5%), como ilustra la Cuenta Satélite del Gasto Sanitario Público. De los 9.646 millones que alimentaban este nivel de la atención sanitaria, dinero para tener sanitarios y centros de salud donde atender a la población, el gasto fue decayendo año tras año hasta que en 2014 tocó fondo con 8.182 millones. La Atención Primaria no ha sido especialmente prioritaria para muchos gobiernos de las comunidades autónomas, las responsables de su gestión: en 2018, la inversión todavía estuvo por debajo de la de 2009.

			El deterioro a base de menos camas, menos profesionales, más pacientes que atender por cada médico de familia –es decir, el empeoramiento de la calidad– abonó el campo para que la sanidad privada captara clientes. No fue solo que las familias dedicaran más presupuesto a acudir a un centro o recibir cierto tratamiento. Las pólizas de seguro de salud también escalaron. 

			A finales de 2014, la consultora AON describía en su análisis del mercado de seguros de salud para el año siguiente que “una buena parte de la población sigue manteniendo pólizas de salud privadas debido, en parte, a la incertidumbre sobre el futuro de la asistencia pública”. Y añadía que “el usuario percibe un aumento en las listas de espera quirúrgica, pruebas diagnósticas y tratamientos”. Este análisis se basaba en las cifras: si en 2009 las pólizas de salud sumaban 6.150 millones de euros, en 2013 se habían ido a 6.657 millones, según recuento de la patronal del seguro ICEA. La inercia ha sido imparable después: en 2019 se cerró el ejercicio con un volumen de 8.923 millones. La misma consultora describía al llegar 2018 que, entre las razones del incremento continuado del negocio, se encontraba “las deficiencias del sistema sanitario público que sigue sufriendo las medidas restrictivas tomadas en 2012”. Una resaca de años. 

			Con más clientes desde las aseguradoras, con más gasto directo de las familias dedicado a la sanidad y más dinero desde el sector público en forma de conciertos, las clínicas privadas ensancharon los ingresos. En 2009, las administraciones públicas destinaron 7.360 millones de euros a algún tipo de concierto con los centros privados: pruebas diagnósticas, tratamientos, intervenciones para aligerar la lista de espera o la asistencia completa de una parte de la población. En 2012 ya se situó en 7.690 millones, según el lobby de la prestación privada, Instituto Idis. “El 25% de los ingresos de las clínicas privadas proviene de los conciertos”, calcula este instituto. Con todas fuentes de ingreso, las clínicas privadas incrementaron su negocio un 11% en aquellos años de recortes para el sector público: de 5.800 a más de 6.400 millones.

			Un dato curioso es que a los operadores privados no les ha hecho falta aumentar sus recursos para incrementar el negocio. En 2010 contaban con unas 317 clínicas no benéficas con unas 31.000 camas y en 2018 se contaban 311 hospitales y 29.874 camas.

			“La empresa privada es más eficaz”. A la hora de justificar los recortes aplicados a la sanidad, los responsables políticos esgrimieron sin descanso la “imposibilidad de sostener” el sistema público al que contrapusieron la eficiencia del funcionamiento empresarial que implantaron mediante privatizaciones del servicio. La expresidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, aseguró sin cortapisas que “el servicio público es de titularidad pública, pero debe ser gestionado por quien lo haga más eficiente. No le quepa duda de que la empresa privada es más eficaz que la pública”. Su compañera de partido María Dolores Cospedal, afirmó cuando era presidenta de Castilla-La Mancha que era una “falacia” que los recortes estuvieran “destruyendo la sanidad pública”, sino que buscaban “salvarla de la quiebra”.

			El germen puede buscarse en 1997. Entonces, el Congreso aprobó el proyecto de ley que permitía la gestión indirecta del servicio sanitario. Una propuesta del PP de José María Aznar que obtuvo un amplísimo respaldo, incluido el Grupo Socialista. Solo dos años después, la Generalitat Valenciana de Eduardo Zaplana (PP) inauguraba el hospital de La Ribera en Alzira totalmente privatizado y gestionado, entre otros, por la aseguradora Adeslas. El diseñador era un directivo de la empresa, Antonio Burgueño. Su gerente, un recién incorporado Alberto de Rosa, ahora consejero delegado de Ribera Salud, empresa que actualmente gestiona adjudicaciones en la Comunidad de Valencia, Madrid, Galicia y Extremadura. 

			El beneficio blindado. Ese modelo eclosionó una década después en la Comunidad de Madrid disparando el volumen de la sanidad privada. Entre 2007 y 2008, el Gobierno regional abrió la comunidad a este modelo al poner en marcha ocho hospitales semiprivatizados o externalizados al 100%. La presienta Esperanza Aguirre nombró director general de Hospitales al mismo Antonio Burgueño que llevó a cabo el modelo en La Ribera. Entre 2011 y 2014 se montaron otros tres centros a cargo de contratistas. 

			Dentro de la partida de ingresos de los centros privados, este tipo de concesión creció mucho justo en los años de inicio del periodo de recortes en la inversión pública sanitaria. Si en 2009 estas concesiones inyectaron al sector 586 millones, al ir avanzado terreno llegó a los 859 millones en 2012. La mayoría de los contratos que rigen la adjudicación del servicio sanitario público a un grupo privado prevén fórmulas de revisión al alza anual de los importes que debe pagar cada comunidad autónoma siempre que el IPC no se desplome. Se blinda de alguna manera el beneficio empresarial. 

			Convaleciente de este periplo empobrecedor, la sanidad pública todavía padecía las consecuencias de este ciclo cuando estalló la crisis del coronavirus en 2020. Las costuras han estado a punto de estallar y la COVID-19 ha dejado ver las secuelas que arrastraba el Sistema Nacional de Salud. Con la pandemia todavía muy presente en España, una plataforma de sanitarios lanzó en mayo un mensaje y exigencia a los poderes públicos: “Que los aplausos se transformen en algo real”. 
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			El tesoro de la Sanidad Pública

			Un sistema sanitario público robusto es fundamental para la salud de la población. Su infrafinanciación acarrea la pérdida de vidas humanas

			Esther Samper 

			@shora

			La actual pandemia de COVID-19 nos ha mostrado, con toda su crudeza, la gran importancia que tiene un sistema sanitario público robusto para la salud de la población y cómo su infrafinanciación lleva a la pérdida de vidas humanas. También nos sirvió para vislumbrar las costuras de un sistema sanitario privado enfocado al beneficio económico en una situación de catástrofe global para la salud. Entre finales de febrero y principios de marzo, cuando el coronavirus amenazaba ya con extenderse por el mundo y la declaración de “pandemia” por parte de la Organización Mundial de Salud (OMS) era muy probable, las coberturas de los seguros de salud saltaron a los medios de comunicación. Según los contratos de estas aseguradoras, la atención sanitaria de enfermedades provocadas por epidemias y pandemias, declaradas oficialmente, quedaba fuera de las coberturas habituales.

			Varias aseguradoras como ASISA o DKV explicaron en los medios a finales de febrero que las pandemias estaban excluidas de los seguros en sus condiciones generales como riesgo catastrófico. Durante semanas, en España, el sistema sanitario privado limitó su implicación en la epidemia: dirigió su principal actividad médica asociada al coronavirus al diagnóstico de casos sospechosos para limitar los brotes, pero después y, por protocolo, remitieron estos casos a la sanidad pública para su tratamiento.

			Cuando la epidemia de coronavirus en España comenzó a adquirir tintes dramáticos y muchos centros sanitarios públicos daban señales de un colapso inminente, el Gobierno estableció una orden: los centros sanitarios privados, que se habían mantenido de perfil en la epidemia, quedaban a disposición de las comunidades autónomas para reforzar la sanidad pública y evitar el colapso. Tras esta medida, los hospitales públicos desbordados pudieron transferir a hospitales privados los pacientes afectados por COVID-19.

			La Unión Española de Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras (UNESPA) declaró que las aseguradoras de salud, en colaboración con el sistema de sanidad pública, cubrirían los costes derivados de la atención a los pacientes infectados. Se trataba de una verdad a medias: las aseguradoras cubrirían los costes, sí, pero gran parte de la factura la terminaremos pagando los españoles. La patronal de la sanidad privada solicitó en abril al Gobierno la financiación del 75% de su facturación durante varios meses, así como subvenciones, exenciones de impuestos y otras ayudas. El 22 de abril, la factura para el Estado que anunció la patronal de la Sanidad Privada Española rondaba los 4.500 millones de euros.

			Como si fuera un reflejo del rescate bancario tras la crisis financiera de 2008, las pérdidas de la sanidad privada por la crisis del coronavirus de 2020 las pagaremos entre los ciudadanos, mientras que sus crecientes beneficios a lo largo de años se quedarán entre sus inversores y directivos.

			La sanidad pública, parasitada por la privada 

			Las epidemias y pandemias no son los únicos eventos imprevisibles que quedan fuera de la cobertura de las aseguradoras médicas: desastres imprevisibles como terremotos, accidentes nucleares, inundaciones o guerras tampoco quedan cubiertos por estas entidades. La razón es bien sencilla: no son rentables económicamente.  Sin embargo, las limitaciones en las coberturas no se detienen ahí. Por lo general, y sin ser exhaustivos, las aseguradoras médicas en España no cubren tratamientos como trasplantes de órganos y tejidos, la interrupción voluntaria del embarazo, la hemodiálisis, las prótesis externas, diversas cirugías como aquellas dirigidas a tratar la epilepsia, el párkinson o la obesidad. Tampoco suelen dar cobertura a enfermedades preexistentes antes de la fecha del alta del seguro, ya sean congénitas como adquiridas. Esa es la razón fundamental por la que se realiza una evaluación médica antes de la contratación de un seguro de salud privado: cualquier dolencia existente puede quedar fuera de la cobertura. 

			A las empresas de seguros de salud les interesa tener a pacientes jóvenes y sanos porque son los que aportan rentabilidad. Las personas ancianas, con enfermedades raras, graves, discapacitantes o crónicas suelen quedar casi siempre excluidas de las coberturas, salvo en casos excepcionales en los que tengan que pagar una prima considerablemente mayor. Los pacientes afectados por enfermedades como esclerosis múltiple, cáncer o infartos cardíacos se encuentran con que los seguros de salud no quieren incluirlos o, si los incluyen no cubren los gastos médicos o servicios derivados de estas dolencias.

			Por lo general, las aseguradoras médicas excluyen de sus pólizas a las personas de 65 años o más (algunas incluso con 60 años). Aquellas que si están dispuestas a incluir a estas personas en su cobertura tienen que pagar un precio mucho mayor y las cirugías y hospitalizaciones suelen quedar excluidas. Es más, los clientes habituales de un seguro de salud se pueden encontrar con la situación de que la póliza se extinga al cumplir 60, 65, 70 o 75 años. En la práctica, esto implica que las personas más ancianas van siendo poco a poco expulsadas de la sanidad privada para entrar forzosamente en la sanidad pública. 

			Todo este conjunto de exclusiones tiene una finalidad clara: garantizar la rentabilidad al excluir tratamientos considerablemente caros (como los trasplantes y las hemodiálisis) y a pacientes con enfermedades previas. De esta forma, las personas que no resultan rentables económicamente para las aseguradoras terminan, en la práctica, acudiendo a la sanidad pública, porque la amplia mayoría no puede o no desea asumir el considerable gasto que supone la sanidad privada sin la cobertura de un seguro. Esta es la principal razón por la que los seguros médicos en España tienen unos precios relativamente bajos, comparados con países donde la sanidad privada es predominante, porque se parasita a la pública que acoge a los pacientes no rentables.

			No es, por tanto, ninguna sorpresa que una revisión científica sobre hospitales europeos privados y públicos observara que los públicos tendían a tratar a pacientes con una edad ligeramente mayor, con un estatus socioeconómico menor, con peores estilos de vida y más afectados por varias enfermedades y complicaciones1.  

			Además, en determinadas comunidades autónomas de España, las concesiones o conciertos público-privados lo que hacen es transferir pacientes seleccionados de la sanidad pública a la privada. Estos pacientes salen rentables a la sanidad privada porque requieren procedimientos médicos de complejidad baja o media y pocas complicaciones, que se facturan a la pública con un precio fijado previamente. Así, los procedimientos de elevada complejidad y/o más caros se suelen realizar en la sanidad pública.

			Los incentivos perversos de la sanidad privada

			La búsqueda de rentabilidad en la sanidad privada tiene dos caras principales. Una, explicada anteriormente, es la exclusión de la sanidad privada de pacientes no rentables para las aseguradoras médicas y sin recursos económicos suficientes. La otra es la potenciación de la rentabilidad como uno de los ejes más importantes del ejercicio sanitario privado.

			Los profesionales en la sanidad privada suelen recibir sustancialmente más incentivos que en la pública para potenciar el ahorro en la atención médica o fomentar aquellos procedimientos innecesarios que resulten rentables. Como explica la Fundación Salud en su guía de Ética de los incentivos a profesionales sanitarios, desde el punto de vista de la gerencia, un buen profesional se caracteriza por realizar una labor eficaz solicitando los mínimos procedimientos diagnósticos, dando altas precoces, limitando la prescripción de fármacos, etc. 

			Al igual que en una empresa, los médicos de la sanidad privada suelen tener una remuneración variable que depende de determinados objetivos. Estos objetivos pueden, en diversas circunstancias, entrar en conflicto con el beneficio del paciente. Dado que los recursos, tanto en el sistema sanitario público como privado, son limitados, es lógico que existan ciertos incentivos para que la atención al paciente se realice con sentido común y haciendo un gasto oportuno y razonable. La perversión entra en juego cuando, al guiarse por esos incentivos, se realiza una actuación que no es la mejor para el paciente o que incluso puede ser negligente. 

			¿Qué pruebas hay de que realmente estos incentivos distorsionen más el correcto ejercicio de la medicina en la sanidad privada? Desafortunadamente, la literatura científica al respecto es limitada por una razón de peso: los datos clínicos de muchos centros sanitarios privados suelen ser opacos. Por tanto, los estudios científicos comparativos entre centros privados y públicos no abundan y poseen muchas limitaciones. Aun así, contamos con múltiples indicadores de las influencias de los incentivos en la sanidad privada:

			–En España, la probabilidad de tener un parto por cesárea en la sanidad privada es un 67% superior a un hospital público. Según datos del Ministerio de Sanidad entre los años 2000 y 2016, el 22% de partos se realizaron por cesárea en la sanidad pública. Esta cifra aumentaba al 36% en la sanidad privada. ¿Existe una justificación médica para estos altos porcentajes de cesáreas? No y de hecho la Organización Mundial de la Salud recomienda que el porcentaje de nacimientos por cesáreas se encuentre entre el 10% y el 15%. 

			–Diferentes estudios han observado que la eficacia de la práctica médica en la sanidad privada era menor que en la sanidad pública debido, en parte, a los incentivos perversos por el ahorro o por tests y tratamientos innecesarios. Esto es algo que se ha observado en múltiples países. En Alemania, por ejemplo, las clínicas semiprivadas realizaban cirugías en muchos casos solo para obtener mayores ingresos, sin una justificación médica detrás. ¿La razón? Los hospitales pagaban incentivos a los médicos en función del número de operaciones realizadas.

			–En España, numerosos expertos han alertado de que se hacen multitud de pruebas radiológicas innecesarias (hasta el 30% de estas pruebas realizadas son innecesarias en niños) y que este problema está mucho más presente en la sanidad privada. Además, prácticas médicas sin evidencia científica, con más riesgos que beneficios para la salud, como los chequeos anuales en personas sanas y sin síntomas se promueven también desde el ámbito de la sanidad privada.

			–Una gran revisión sistemática de más de 100 investigaciones sobre la eficacia de la sanidad pública y privada en países de ingresos bajos o medios observó que en el sector privado se vulneraban con más frecuencia los estándares de prácticas médicas, ofrecían mayor riesgo de cuidados de baja calidad y los desenlaces de los pacientes eran peores2.

			Todos estos hallazgos, en su conjunto, respaldan el gran papel de la sanidad pública universal, no solo porque garantiza la atención sanitaria a toda una población, independientemente de sus recursos económicos, sino que también permite un ejercicio de la medicina más enfocada al beneficio del paciente.

			1. Tynkkynen, L., Vrangbæk, K. Comparing public and private providers: a scoping review of hospital services in Europe. BMC Health Serv Res 18, 141 (2018). 

			2. Basu S, Andrews J, Kishore S, Panjabi R, Stuckler D. Comparative performance of private and public healthcare systems in low- and middle-income countries: a systematic review. PLoS Med. 2012;9(6):e1001244.
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			educación

			La década perdida en el sistema público de aquellos recortes, esta brecha

			La historia de la educación en españa estos últimos años es la de un sector que vio cómo la red pública pagaba los platos rotos tras la crisis y aún no se ha recuperado de los recortes, mientras la escuela concertada, segregadora, salió reforzada

			Daniel Sánchez Caballero 

			@por_peteneras

			Ha tenido que desatarse una pandemia para que quedara al descubierto lo que algunos ya venían advirtiendo desde hace tiempo: España es un país de grandes desigualdades socioeconómicas. Y, en el campo de la Educación, ha tenido que ser la escuela pública la que diera la voz de alarma: nuestro sistema educativo, la mejor herramienta –en teoría– de compensación social, no está llegando a todos.

			El cierre de los centros educativos en marzo llevó a los periódicos y telediarios casos como el de la familia de Fali, vecina de un barrio humilde del sur de Madrid: cinco miembros conviviendo en 30 metros cuadrados y con un solo punto de acceso al mundo virtual; un móvil que padre e hijo usan por turnos para cumplir con sus respectivas obligaciones. En el caso del pequeño, este dispositivo se convirtió durante el estado de alarma en su única ventana a la educación.

			Esta brecha digital no es anecdótica, sino un síntoma más de la brecha social que sigue dejando atrás a los estudiantes que más recursos y atención merecen. La familia de Fali, además, pertenece a la etnia gitana, una minoría especialmente vulnerable en el que el 79% de los hogares no tiene ordenador en casa y el 89% sufre pobreza infantil, según el Secretariado Gitano. Para Guadalupe Jover, profesora de Secundaria en un instituto de la sierra oeste de Madrid, es precisamente esta brecha social contra la que la escuela pública debería ser el más potente mecanismo corrector.

			“Cuando hablamos de escuela pública, hablamos principalmente de justicia social y de cohesión social. Entendemos la justicia social como el mecanismo fundamental de reparación de desigualdades. La escuela pública debe favorecer las políticas de equidad, dar más a quien menos tiene. Cuando nos referimos a la cohesión social, hablamos de que cada aula debería ser un reflejo de la heterogeneidad social. Del origen geográfico y cultural, de las creencias religiosas o no... Y eso, hoy, no se da”, argumenta.

			Para entender la situación actual, hay que remontarse al menos a 2009 y, sobre todo, al 2012, cuando el Gobierno de Rajoy aprobó el Real Decreto 14/2012 que imponía unos recortes sin precedentes en nuestra democracia. Ese año, al calor de la crisis que empezó en 2008, la escuela pública recibió un golpe del que todavía no se ha repuesto. En 2020, cuando por fin estaba el sistema empezando a reparar aquel estropicio diez años después, asumiendo una larga década perdida, ha llegado el coronavirus y se ha hecho evidente para la población en general –quienes trabajan dentro del campo de la Educación ya lo tenían claro– que los recortes no salen gratis.

			“La caída de las becas, las ratios, el desmantelamiento de las plantillas y los departamentos de orientación, que proveen de orientación psicológica, pero también median entre niños, han dejado a los más vulnerables desatendidos”, explica la profesora Jover. “Se ha ido procediendo a la voladura de todo lo relacionado con las políticas de equidad”.

			Historia de un tijeretazo

			España, a diferencia de otros países de su entorno, decidió afrontar la gran recesión de la década de 2010 recortando en servicios públicos. Se quitaron fondos a la sanidad y a la educación pública en toda su extensión, desde Infantil hasta la Universidad. El gasto total en Educación todavía no se ha recuperado: pasó de un máximo histórico en 2009 de 53.895 millones de euros a 44.789 millones en 2014, una caída del 16,9%. El pasado curso, la partida fue de 50.807 millones, aún por debajo de la que había en 2008, según datos oficiales del Ministerio de Educación.

			El descenso en los fondos se tradujo, entre otras cosas, en un empeoramiento de las condiciones laborales de los docentes. Los profesores, esos privilegiados, pagaron su parte de la crisis. Como colectivo, se calcula que desaparecieron unas 30.000 plazas. Los profesionales de refuerzo y apoyo educativo se llevaron el peor golpe: Pedagogos Terapeutas (PT) y especialistas en Audición y Lenguaje (AL) desaparecieron de los centros. A nivel individual, todos los docentes sufrieron recortes salariales (desapareció la paga extra y se congelaron los salarios) y hubo un empeoramiento generalizado de sus condiciones laborales. Los interinos perdieron derechos adquiridos, como que se les pagaran las vacaciones de verano. Los trabajadores con medias jornadas –con sus medios salarios– casi se duplicaron, pasando del 5% al 9%. Además, puesto que había menos profesores para el mismo número de alumnado, a los docentes se les aumentaron las horas lectivas.

			La peculiaridad de la respuesta española a la crisis es que mientras el sistema público sufría los recortes, las escuelas concertadas apenas los notaron. Si entre 2008 y 2018 el sistema público ha perdido un 5,8% de financiación, los centros de “iniciativa social” –ese término amable que engloba a empresarios e Iglesia, dueña de dos tercios de los colegios de gestión privada que reciben fondos del Estado– rebotaron tras un pequeño descenso inicial, para acabar ganado un 11,6% de fondos.

			Escuela de ricos, escuela de pobres

			Si la escuela pública es –debería ser– equidad y justicia social, la concertada y la privada representan, en la mayoría de los casos y con nobles excepciones, la segregación. Los estudios más recientes sobre esta cuestión apuntan todos una tendencia inequívoca. De acuerdo con el informe Diferencias Educativas Regionales 2000-2016, de la Fundación BBVA y el Instituto Ivie de investigaciones educativas, el reparto de alumnos sigue en España una lógica muy clara en función de la titularidad de los centros. Hay una escuela para ricos y otra para pobres: los públicos asumen “casi en exclusiva” la formación de estudiantes que provienen de entornos socioeconómicos menos favorables; mientras que los privados, tengan o no concierto, apenas reciben al alumnado de extracción humilde. En cifras: la escuela pública tiene un 60% de estudiantes de entornos medios y un 33% con pocos recursos. En la privada estos datos son el 27,1% y el 7,5%, respectivamente, con un 65,4% de alumnado privilegiado. 

			Frente a este escenario general donde se repiten ciertos patrones en la distribución de los estudiantes según su origen socioeconómico, cabe también apuntar que, en la España de las autonomías, las realidades educativas difieren por comunidades. Así, cuanto más rica es una región, más escuela concertada tiene: País Vasco, Madrid, Navarra y Catalunya son, por ese orden, las que más porcentaje de alumnos tienen en la concertada y más porcentaje de su gasto educativo público dedican a estos centros.

			¿Por qué es esta una cuestión crucial en lo tocante a las desigualdades educativas? Porque los entornos influyen de manera decisiva en el aprendizaje de los alumnos y alumnas. “Son claramente relevantes para sus resultados educativos, tanto en término de competencias alcanzadas como del ritmo de avance de los estudios”, escriben los investigadores de la Fundación BBVA y el Instituto Ivie. Los circulos viciosos.

			“Libertad” vs “beneficio”. En Orcasitas, al sur de Madrid, Fali y su familia son el reflejo de las consecuencias de estas dinámicas. Al cerrar los colegios por la pandemia, la falta de recursos de la familia mostró su lado más implacable. Cuando la tarea empezó a llegar en forma de enlaces y adjuntos en correos electrónicos, el niño, que comparte el único móvil familiar con el padre, se empezó a quedar atrás; la situación se ha visto subsanada, en parte, por la dedicación y compromiso del cuerpo docente que lo atiende este curso. Los profesores han realizado jornadas interminables, con disponibilidad 24/7 para llegar a todos sus alumnos y tratar de minimizar el impacto del confinamiento entre los más vulnerables.

			“No tenemos internet en casa y no me llegaban los emails. Conseguí contactar con la maestra para que me los mandara por Whatsapp, utilizando el móvil con los datos de prepago”, cuenta la madre de la familia. “Y así hemos estado. Todos los otros chicos tenían tabletas o impresoras, según contaban las madres en el grupo. Y da mucha impotencia ver que tu hijo no cuenta con esos medios, que no está al nivel de los demás, y te preguntas por qué la vida te ha golpeado así”.

			El de la familia de Fali puede parecer quizá un caso extremo en el que se junta todo: una familia con muy pocos recursos, perteneciente a una minoría étnica cuya plena inclusión en el sistema educativo nacional sigue pendiente, y vecina de la Comunidad de Madrid, una de las regiones que más ha apostado y ha favorecido a la escuela concertada de toda España. (Esperanza Aguirre, la presidenta regional que puso en marcha el sistema que hoy rige en la comunidad, argumentaría para defender su apuesta por la concertada que el artículo 27 de la Constitución ampara la libre elección de las familias a la hora de elegir la educación de sus hijos).

			Enrique Díez, profesor de la Universidad de Castilla y León y responsable de Educación de IU, cree que donde dicen “libertad” se refieren a “beneficio”. “Lo privado siempre introduce un elemento fundamental: piensa en el beneficio de quien invierte. Nadie invierte en un centro educativo si no quiere un beneficio. La Iglesia, que tiene el 63% de lo concertado, dice que no hace negocio. Yo digo: no hace negocio económico, hace negocio ideológico”.

			La universidad no es ajena. Si alguien sabe de beneficio económico en la educación, son las universidades privadas. Solo entre 23 de ellas, de las 34 existentes actualmente, ganaron 1.700 millones de euros en el curso 2018-2019, con una rentabilidad media del 9,4%. La educación superior no ha sido ajena al proceso privatizador del sector vivido en España, que se ha dado casi en paralelo al de las etapas obligatorias.

			En los últimos meses, el sector universitario privado español ha vivido el desembarco de fondos de inversión internacionales, que han adquirido los campus madrileños de la Universidad Europea o la Alfonso X El Sabio por 1.100 y 770 millones de euros, respetivamente. La educación obligatoria también ha vivido este proceso con la compra de algunos privados, ejemplificados en el caso de los colegios Laude: adquiridos entre 2006 y 2014 por los fondos Dinamia y N+1, fueron revendidos a International School Partnership ese año por entre 35 y 45 millones de euros, según se publicó en prensa. A día de hoy, Colegios Laude S. L. Tiene una facturación anual de 46,8 millones de euros y un resultado de explotación de 3,6 millones.

			Históricamente, en el país habían existido cuatro centros privados universitarios: Deusto, la Pontificia de Comillas, la Pontifica de Salamanca y la Universidad de Navarra. Hasta que llegó la LOU del PP en 2001 y empezaron a multiplicarse. A principios de los 90, apenas surgieron unos pocos nuevos.. En 1995 eran siete; para 2004, habían aumentado hasta 22. Diez años más tarde, pasaron a ser 33. La aprobación por parte del Gobierno de Aznar de la Ley Orgánica de Universidades (LOU) incluyó dos decretos que regulaban, por primera vez, los requisitos que debían tener los centros privados de nueva creación. Con un marco legal que los igualaba a las universidades públicas en su capacidad de expedir títulos superiores, estos empezaron a proliferar.

			Paso a paso, el sistema fue impulsando a la privada. La reforma del espacio europeo de educación superior (el plan Bolonia), que se implantó en España en 2007, dotó a los másteres de una importancia casi similar a los grados. Además, entre 2008 y 2015 la crisis se llevó por delante el 20% de los ingresos totales de las universidades, según el Observatorio del Sistema Universitario catalán. Para compensar esta caída de la financiación estatal, se subieron las tasas públicas un 31% de media, de modo que los precios, al menos para las familias, se acercaron a los de las universidades privadas.

			En paralelo a este proceso, el ministro José Ignacio Wert cambió el sistema de becas: introdujo los requisitos académicos a la hora de obtener una ayuda, rebajó la cuantía de los importes que se concedían y estableció un umbral máximo de renta para obtener una beca íntegra tan bajo (una familia de cuatro miembros con ingresos superiores a 13.909 euros anuales quedaría fuera) que muchos estudiantes se quedaron sin ayuda o, habiéndola conseguido, tuvieron que devolverla porque no conseguían cumplir con las notas mínimas exigidas. El resultado fue que decenas de miles de jóvenes (los rectores calcularon que unos 40.000) tuvieron que dejar sus estudios. 

			De aquellas apuestas, estas pérdidas. Muchos expertos explican estos movimientos rebobinando hasta 1989. A finales del siglo pasado, tras ocho años de Ronald Reagan y diez de Margaret Tatcher, el mundo vivió un cambio de paradigma. El lobby empresarial europeo publicó entonces el informe Educación y Competencia en Europa, que incluía la siguiente afirmación: “La educación y la formación (…) se consideran inversiones estratégicas vitales para el éxito futuro empresarial”.

			Los grandes grupos de presión recogieron el guante y se pusieron en marcha. En 1998, Glenn R. Jones, presidente de Coca-Cola, comentaría tras un encuentro mundial de la Global Alliance for Transnational Education: “Desde el punto de vista del empresario, la enseñanza constituye uno de los mercados más bastos y de mayor crecimiento”.

			Especialmente clarificador resulta un escrito de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE), un ente hoy convertido en referente sobre políticas educativas para los Gobiernos gracias a su examen PISA. En 1996 la OCDE ya era consciente de la dualidad del nuevo mercado laboral que estaba gestándose: las empresas no iban a necesitar tantos trabajadores con formación. Pero entendió también que esta no era una idea fácil de vender, así que uno de sus analistas, Chistian Morrison, sugirió: “Si se les disminuyen los gastos de funcionamiento a las escuelas y universidades, hay que procurar que no se disminuya la cantidad de servicio, aún a riesgo de que la calidad baje (…). Sería peligroso restringir el número de alumnos matriculados. Las familias reaccionarán violentamente si no se matricula a sus hijos, pero no lo harán frente a una bajada gradual de la calidad de la enseñanza y la escuela puede progresiva y puntualmente obtener una contribución económica de las familias o suprimir alguna actividad. Esto se hace primero en una escuela, luego en otra, pero no en la de al lado, de manera que se evita el descontento generalizado de la población”.

			Justamente debido a la implantación del estado de alarma en los meses pasados, la presencia de grandes multinacionales en el sector educativo a todos los niveles se ha acelerado y se ha hecho aún más tangible. Google, Microsoft o HP han entrado en casi todas las aulas (ahora virtuales) del país como un remedio urgente al cierre de los centros educativos. Llamativo es, de nuevo, el caso de Madrid. La plataforma de la Consejería que debía articular la enseñanza a distancia, EducaMadrid, se colapsó prácticamente el primer día de confinamiento, dejando a los centros sin alternativas reales: o acudían al mercado (Google Suite ha estado entre las favoritas) o no había manera de dar clase a distancia. Esta cuestión trae aparejada un debate sobre la privacidad y la gestión de datos aún incipiente. Hasta ahora, las plataformas de las grandes tecnológicas se han utilizado como herramienta complementaria para la docencia, el uso masivo quizá obligue a prestar más atención a lo que se está haciendo. 

			El reto está en septiembre. Con estos mimbres nos plantaremos en septiembre de 2020, cuando dará comienzo un nuevo curso marcado por la pandemia. Las medidas de seguridad e higiene necesarias hasta que se desarrolle una vacuna contra la Covid-19 van a exigirle un esfuerzo enorme a un sistema educativo ya de por sí extenuado.

			Los docentes ven ahora cómo de repente la administración habla de una de sus más viejas reivindicaciones, la bajada de ratios para atender a menos alumnos. Cuando tienes hasta 300 estudiantes –cifra real– a los que conocer por su nombre y corregir sus exámenes y trabajos, hay poco margen para la personalización.

			Meter un máximo de 15 o 20 alumnos por aula  como plantea Educación va a requerir una apuesta de las administraciones. De momento, el presidente Pedro Sánchez ha anunciado que va a destinar al sector 2.000 millones de euros de los fondos europeos contra la pandemia. Separar las clases en grupos de dos se traduce en que harán falta casi el doble de horas docentes, y es irreal pensar que se duplicarán las plantillas. La posibilidad de un nuevo cierre de centros plantea la exigencia de que todos los alumnos tengan herramientas para trabajar a distancia. Y herramientas no son solo aparatos: hará falta una conexión y competencia digital. Los profesores no paran de repetirlo: el problema nunca fue cerrar un curso escolar que ya estaba enfilando su recta final, la dificultad será el siguiente. El reto es mayúsculo.
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			La recuperación del prestigio de lo público

			La “reconstrucción” del país en el marco de la “reconstrucción europea” puede ser una ocasión para mejorar nuestra cohesión interna y renovar el “contrato social” que se definió en La Transición

			Javier Pérez Royo 

			La crisis de la COVID-19 nos ha recordado que una sociedad vale lo que vale el Estado que políticamente la representa en el momento en que la crisis estalla. Ante una emergencia de esta magnitud, una sociedad únicamente puede tener una respuesta estatal. Por muy poderosas que sean sus empresas, por muy buenas que sean sus universidades y centros de investigación, por excelentes que sean sus infraestructuras, sin una dirección política unitaria a la altura de lo que las circunstancias exigen, la sociedad no tiene posibilidad de defenderse eficazmente frente a la propagación del virus. Únicamente a través del Estado puede una sociedad no perder el mínimo de seguridad exigible para una convivencia que pueda calificarse de civilizada.

			La crisis retrata, por tanto, a cada sociedad y al Estado que la representa. Cuando, como ha ocurrido en Nueva Zelanda, Corea del Sur o Alemania, el Estado responde como se espera que debe hacerlo, la sociedad no pierde la “sensación de seguridad” que, como nos enseñó Montesquieu, es el elemento constitutivo de la “libertad personal”. Cuando no es así, ocurre lo contrario. 

			La confianza de los ciudadanos en su Estado es condición necesaria en los momentos de crisis. Pero, a estas alturas de la historia, no es condición suficiente. Angela Merkel lo ha ilustrado en la respuesta a la crisis desatada por la COVID-19 de manera insuperable.

			En primer lugar, organizando en el interior de Alemania una respuesta eficaz a la extensión del virus. Tanto desde el punto de vista sanitario como desde el punto de vista socioeconómico. De los países grandes de la Unión Europea Alemania ha sido, con diferencia, el que mejor ha protegido a la población contra la expansión del virus. También ha sido el que ha puesto en marcha el programa más completo y ambicioso de protección de su economía. Ante todo, poner la propia casa en orden. 

			Pero, en segundo lugar, inmediatamente después de haber reaccionado en el interior, Angela Merkel se ha reunido con el presidente de Francia, con la finalidad de intentar poner las bases para una respuesta europea, porque, como diría textualmente tras dicho encuentro con Emmanuel Macron, “el Estado Nación solo no tiene futuro”. Ni siquiera el más poderoso y el que ha demostrado estar en mejor estado de salud.

			Sin el Estado Nación realmente existente no hay respuesta. Con el Estado Nación solo tampoco la hay. Ni siquiera un país con dimensión continental, como los Estados Unidos, puede tener en solitario una respuesta. De ahí que las palabras de Angela Merkel tras su reunión con Emmanuel Macron hayan sido interpretadas como una crítica expresa del “America first” de Donald Trump (Roger Cohen, New York Times, 22 de mayo). Y todavía más al Brexit. 

			Hay que tener la casa en orden. Hay que tener un Estado en el que los ciudadanos puedan confiar. Pero a continuación hay que hacer uso de la “legitimidad” que te proporciona el haber hecho lo que se tiene que hacer para intentar definir una política que permita dar la respuesta que la naturaleza de la crisis exige. El Estado nación es indispensable, pero la dimensión global de la crisis impone ir más allá. 

			Ese más allá es lo que representa la Unión Europea. Idealmente, debería extenderse también fuera de los límites de la Unión y la política que ponga en práctica la Unión Europea, si consigue hacerlo, tendrá de alguna manera que tomar en consideración lo que ocurre con la expansión del virus en el resto del mundo, pero responder a escala del continente europeo a las consecuencias tanto sanitarias como económicas de la crisis es la tarea del momento..

			Ninguna crisis de la UE es comparable a esta 

			Probablemente, la crisis de la COVID-19 se acabará viendo en los libros de historia  como el momento en que la Unión Europea se reafirmó como proyecto de dirección del continente o fracasó. Son muchas las situaciones de crisis que han tenido que ser superadas para que la Unión Europea llegue a la situación en que ahora mismo se encuentra, pero ninguna es comparable a la que la COVID-19 representa.

			Para que el proyecto tenga alguna posibilidad de prosperar, parece claro que cada uno de los Estados miembros tendrá que hacer el esfuerzo de poner orden en su propia casa. Sin el marco de la Unión Europea no hay respuesta posible, pero el marco no exime del esfuerzo en el interior de cada Estado miembro para que se pueda definir, en primer lugar, en qué va a consistir ese marco y para que, a continuación, cada Estado cumpla fielmente con las obligaciones que de dicho marco se derivan. Para ningún país el camino va a ser fácil y para los que llegan en peor condición menos. 

			Que España no llega en un buen momento a este reto, es algo que salta a la vista. La “reconstrucción” del país en el marco de la “reconstrucción europea” puede ser una ocasión para mejorar nuestra cohesión interna, recuperar el prestigio de la acción del Estado y renovar el “contrato social” que se definió en “La Transición”.  

			Esto depende fundamentalmente de nosotros.
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			¿Por qué es tan difícil invertir en ciencia para prevenir riesgos?

			Los políticos no tienen reparos en destinar millones para guerras que nunca llegan, en cambio, la inversión en defensa contra enfermedades es proporcionalmente ridícula

			Salvador Macip

			@DrMacip

			Una enfermedad nueva aparece de repente en China. Causa un cuadro pulmonar grave en un porcentaje de los afectados. Además, se contagia muy rápidamente. Los científicos descubren que el responsable es un nuevo coronavirus. Se da la alarma: si el brote no se controla pronto puede convertirse en una pandemia. Se invierten todos los esfuerzos en conseguir una vacuna que lo evite, y se confina a toda la población en sus casas. No estoy hablando de la COVID-19: es 2003 y la historia es la del brote de SARS. Aunque tienen un principio parecido, el final es distinto. La SARS nunca llegó a globalizarse y por eso el flujo de fondos destinado a la vacuna se secó inmediatamente. Desde entonces, muchos proyectos de investigación sobre coronavirus no han recibido el financiamiento necesario. No hacía falta: ya no era una prioridad.

			Y así hemos llegado al 2020 sin ningún tratamiento contra los coronavirus. Casi 20 años perdidos, durante los cuales tendríamos que habernos preparado para hacer frente a una familia de virus que ya había dado el primer aviso (y el segundo, la MERS, en 2012) y que los expertos consideraban un riesgo importante para la salud mundial. Si hubiéramos hecho los deberes, ahora estaríamos más cerca de tener una manera de parar el SARS-CoV-2. Hubiera costado millones, pero era un seguro de vida que valía la pena pagar por si acaso lo necesitábamos. ¿Por qué es tan difícil invertir en ciencia para prevenir riesgos? Los políticos no tienen reparos en destinar millones en prepararse para guerras que nunca llegan. España construye submarinos y tanques que parece no sirvan para mucho más que defender islotes desiertos en el estrecho de Gibraltar. En cambio, la inversión en defensa contra enfermedades es proporcionalmente ridícula.

			Vale la pena repetir la metáfora de la planta: si queremos que florezca, hay que regarla un poco cada día, no tirarle un cubo de agua de golpe y esperar resultados en pocas horas. Recordémoslo la próxima vez que necesitemos urgentemente que los científicos nos saquen las castañas del fuego. La investigación requiere una financiación sostenida que siga un plan a largo plazo. Los políticos piensan a cuatro años vista, mientras que la ciencia necesita garantías para décadas. Si algún gobierno hubiera tenido suficiente visión, la investigación en coronavirus no se hubiera detenido y, aunque hubiera avanzado más despacio que ahora, que recibe toda la atención y recursos posibles, es probable que se hubiera encontrado una primera vacuna, que nos habría ahorrado mucho tiempo.

			Tendríamos que ser más conscientes de que sin investigación básica los médicos no tienen fármacos que dar a sus pacientes. Y esto se valora poco en países como España, que a veces parece aún instalada en el “que inventen ellos” unamuniano. La inesperada oleada de atención que recibimos los científicos estos días esconde una triste realidad: contratos precarios, inseguridad laboral, fuga de cerebros, fondos que no dan para mantener a todos los grupos de primera línea… 

			Si algo nos está enseñando esta pandemia es la importancia de tener a punto todos los servicios públicos. He empezado citando el papel de la ciencia, pero la respuesta a una emergencia sanitaria requiere planificación en otros ámbitos. El más obvio, los hospitales, que deben tener capacidad para asumir un incremento inesperado de pacientes. Cuando, en el futuro, un político considere que lo mejor que puede hacer para cuadrar los presupuestos es recortar en sanidad, espero que recuerde cómo de fácil se satura el sistema en momentos difíciles si normalmente ya opera al límite. Y que piense también en los profesionales que lo mantienen a flote. Quizás desde el punto de vista político tiene más sentido subirle el sueldo a la guardia civil que a los médicos, pero es de justicia que, más pronto que tarde, se reconozca el esfuerzo sobrehumano que hace el personal sanitario, especialmente en momentos de crisis, y que se les retribuya de la forma que merecen.

			Pero, ya que estamos, vayamos un poco más allá. Hablamos de problemas globales, así que hay que considerar también los sistemas a nivel mundial. Cuando finalmente se obtenga la primera vacuna contra la COVID-19 habrá que fabricar millones de dosis en tiempo récord para cubrir a buena parte de la población del planeta. ¿Quién la recibirá primero? Seguramente no quien la necesite más, si no quién pueda pagar el precio más alto. Lo más sensato sería que una entidad pública fuera la única que pudiera comprar las vacunas: los países le darían el dinero y ella la distribuiría según criterios puramente científicos. Pero esto ni se contempla como una posibilidad factible.

			En un mundo ideal, la respuesta a una crisis como la que estamos viviendo estaría unificada. Esto protegería a los países que tienen líderes incapaces de distinguir los hechos de las fake news, que sufren un sistema de salud frágil o socialmente inequitativo, o que no tienen suficiente peso específico para imponerse en un mercado libre. Esto requeriría ceder autonomía a un órgano supranacional, quizás la OMS, que tuviera más poder ejecutivo. Es algo difícil de proponer cuando el sistema político que rige el planeta no es la democracia si no el capitalismo salvaje. La OMS siempre tendrá las manos atadas porque su supervivencia depende de los mismos gobiernos que deberían obedecerla: los países fuertes pueden permitirse imponer sus reglas bajo amenaza de retirar las subvenciones si se les lleva la contraria. En la vida real, el matón del patio del colegio a menudo se sale con la suya.

			Al final, los ciudadanos somos víctimas de los gobiernos que elegimos, algo que no tenemos presente cuando ejercemos el derecho a voto. Es como firmar una hipoteca sin leer la letra pequeña: cuando haya dificultades nos podemos encontrar con sorpresas desagradables. Estos días hemos visto que ha habido víctimas que se podrían haber evitado, en algunos países más que en otros, si los servicios públicos, desde los laboratorios a los hospitales pasando por los despachos de los ministerios, hubieran estado bien preparados. Nos queda el consuelo de pensar que hemos aprendido algo y la próxima vez lo haremos mejor.
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			vivienda

			España, el paraíso de la vivienda pública que pudo ser y no es

			Toca demostrar que se quiere acabar con el actual modelo basado en el ladrillo, la especulación inmobiliaria y la enorme fuente de plusvalías que genera

			Marina Estévez Torreblanca

			@marinaestevet

			La vivienda es política. Valga un dato para demostrarlo: en España se han construido entre 1952 y 2016 6,8 millones de inmuebles protegidos1. De haberse mantenido en manos de administraciones que hubieran velado porque sus inquilinos hubieran sido los que más lo necesitaran en cada momento, la vivienda pública en España ascendería nada menos que al 26,6% del total de los alrededor de 25 millones de casas que hay en el país. Hasta el 35%, si se tienen en cuenta solo las casas habitadas de forma permanente, no las vacacionales. Semejante porcentaje de vivienda pública tendría enormes implicaciones sobre el mercado inmobiliario y supondría un claro freno a las prácticas especulativas y a los precios. “Las ciudades que mejor regulan el mercado son las que disponen de vivienda pública en grandes cantidades”, explica la secretaria general de Housing Europe, una red de promotores de vivienda pública europeos, Sorcha Edwards.

			Por desgracia, este no es el escenario en España. Lo cierto es que ahora mismo se calcula que la vivienda pública supone un irrisorio 1,5% o 2,5% del total, según las fuentes. Es uno de los porcentajes más bajos de la UE. Al otro lado, ciudades como Viena, donde el 60% de la población vive en una residencia de protección oficial. Tras cien años de políticas decididas, el ayuntamiento vienés es el mayor propietario de vivienda pública del mundo. Solo en esa ciudad hay casi tanta vivienda pública como en toda España, donde según datos de Amnistía Internacional y del Defensor del Pueblo habría unas 276.000 viviendas sociales.

			Un panorama que además va empeorando. En 2018 se calificaron de manera definitiva 5.167 viviendas protegidas, un 92% menos que en 2008, según datos del Ministerio de Fomento. Niveles de los años 50, a pesar de que había más de 400.000 solicitantes y un millón y medio de personas cuyos ingresos no les permitían acceder a las viviendas del mercado libre.

			Como en etapas anteriores, que la protección oficial pierda protagonismo (como en el período 87-1991 o en el de la gran burbuja 1997-2008) tiene una doble consecuencia aciaga. “Por un lado, ha dificultado el acceso a la vivienda a aquellas personas y hogares que no pueden satisfacer el precio de la vivienda libre, pero por otro lado, y más grave aún, desde el punto de vista de la eficiencia social ha dejado de ejercer el papel de regulador del precio del mercado libre que se conseguía cuando las tasas de protección oficial eran elevadas”, señalan Carme Trilla y Jordi Bosch en un trabajo de la Fundación Alternativas. 

			La clave, por tanto, está en que la vivienda que se subvenciona quede en manos de la administración, no de propietarios privados. Pero en España mayoritariamente se ha construido vivienda de protección oficial de promoción privada que ha pasado al mercado libre en plazos cada vez más cortos. En ocasiones incluso se han descalificado antes de finalizar los períodos estipulados o sin que ese paso al mercado libre estuviera inicialmente previsto. Un caso sonado fue el “Plan 18.000” del Ayuntamiento de Madrid. A mediados de los 80, el consistorio otorgó el derecho de superficie de viviendas edificadas sobre 816.100 metros cuadrados públicos, prácticamente en todos los distritos. Se edificaron 8.559 viviendas protegidas, 2.107 plazas de garaje y locales. Los derechos de los llamados “superficiarios”, que ostentaban el derecho sobre lo construido sobre la superficie, se mantendrían durante 75 años, y después volverían al ayuntamiento. Hasta que en 2010 el alcalde Alberto Ruíz-Gallardón (en este caso era vivienda promovida por el ayuntamiento) les permitió adquirir los inmuebles para siempre. Más viviendas públicas que dejaban de serlo.

			Las políticas de vivienda pública en España se remontan a mediados del siglo XIX. Una Real Orden de 1853 instaba a los gobernadores civiles de Madrid y Barcelona a construir “casas para pobres”. El ayuntamiento de  Burgos compró en 1863 un solar para edificar 200 viviendas. En 1911 se promulgó la primera Ley de Casas Baratas. Durante la Segunda República (1931-1939) se intentó incrementar la eficacia de las cooperativas como forma de solucionar los problemas de la vivienda obrera. Pero fue en el franquismo cuando el Estado empezó a intervenir de manera más intensa. 

			Como recuerda Jesús López Díaz en su artículo de investigación La vivienda social en Madrid, 1939-19592, las leyes aprobadas tras la Guerra Civil no solo incluyeron la vivienda social para familias de rentas reducidas, sino que se aplicaron a otros grupos como militares, funcionarios o trabajadores de empresas públicas.

			Las placas con el yugo y las flechas del franquista Ministerio de la Vivienda se podían encontrar hasta hace muy poco (la alcaldesa Manuela Carmena ordenó retirarlas en 2017) en barrios obreros como Usera y Carabanchel, en Madrid. Pero también en chalets que ahora se venden hasta por 700.000 euros en El Molar, en la Comunidad de Madrid, y que hace décadas se construyeron para su compra subvencionada por parte de trabajadores ministeriales y de Correos.

			Curiosamente, en los primeros años de dictadura hubo un tira y afloja entre falangistas, partidarios de no segregar por clases sociales, de manera que se evitaran concentraciones obreras que podrían ser caldo de cultivo ideológico, y otros sectores del gobierno. “Como arquitectos podemos hacer notar que hasta ahora se construyen barrios independientes y distintos para diversas clases sociales, que fomentan y excitan la lucha de clases” (Ideas generales sobre el Plan Nacional de Ordenación y Reconstrucción. Servicios Técnicos de FET y de las JONS). 

			Por otro lado, una corriente de talante conservador y continuista con los ideales prerrepublicanos abogaba por la construcción de barrios enteros para trabajadores para ahorrar costes y finalmente tuvo más éxito. “La distribución de las zonas industriales, además de responder a los criterios normales de zonificación conocidos (...) ha obedecido fundamentalmente a la necesidad de localizar las masas obreras en sectores de la ciudad, y en núcleos satélites de población con vida material autónoma, en fácil contacto con su comarca rural”. (Conferencia sobre problemas técnicos planteados en el mejoramiento de la vivienda humilde, 1941). En el caso de Madrid muchos de estos barrios, en los que efectivamente se instalaron inmigrantes de provincias más “cercanas” geográficamente (extremeños y andaluces al sur, gallegos al norte) fueron levantados por el departamento de Regiones Devastadas, que al igual que otros organismos utilizó a presos franquistas en su labor bajo el sistema de redención de penas por el trabajo.

			En 1957, la creación del Ministerio de la Vivienda (“ni un español sin pan, ni una familia sin hogar”) acaba con el modelo de renta limitada, más común hasta entonces, y empieza a propugnar la propiedad como forma de vida. Entre 1957 y 1989 se terminan más de 100.000 viviendas de protección oficial cada año. “Queremos un país de propietarios y no de proletarios”, fue una famosa frase del primer titular de la cartera, José Luis Arrese.

			La Fundación Alternativas estima la demanda potencial de vivienda social en 1,5 millones de hogares, de 2,65 millones en el año 2030. Ha quedado claro que si se quiere seguir los modelos más exitosos, como el citado de Viena y el de otros países del centro y el norte de Europa que abordaron la escasez de vivienda tras la Segunda Guerra Mundial, se debe volver al alquiler social frente a la propiedad.

			El actual Gobierno dirigido por Pedro Sánchez, ya antes de la pandemia de la COVID-19 se comprometió a “poner a disposición”, 20.000 viviendas durante la legislatura, una cantidad muy pequeña respecto a la que se considera necesaria. Este llamado “Plan 20.000” sigue adelante, según el secretario general de Agenda Urbana y Vivienda, David Lucas. La idea es desarrollarlo en colaboración con las comunidades autónomas (que son las competentes en materia de vivienda) y con entidades privadas. La nueva Ley de Vivienda, que se aprobará este año, tiene como objetivo “blindar el derecho constitucional del acceso” a la misma. El ministerio de José Luis Ábalos también quiere poner el foco en la rehabilitación, con recursos del Estado y de la UE. Según sus cálculos, hay 10 millones de viviendas principales, muchas de las que se levantaron en los sesenta, que deberían ser rehabilitadas. 

			 “Esta vez la prioridad debe ser el alquiler público junto con otras fórmulas de tenencia, como las cooperativas en cesión de uso”, advierte la concejala de Vivienda del Ayuntamiento de Barcelona, Lucía Martín. A su juicio la crisis sanitaria no ha hecho más que subrayar los fallos de un sistema habitacional que hacía aguas. Durante los últimos años Barcelona ha dedicado cerca del 5% del presupuesto municipal a la vivienda, pero el Estado y la Generalitat a duras penas han comprometido un 1% de sus recursos. 

			La vivienda es política y toca demostrar que se quiere acabar con el actual modelo basado en el ladrillo, la especulación inmobiliaria y la enorme fuente de plusvalías que genera. Es la única manera de garantizar eficazmente el artículo 47 de la Constitución que otorga a todos los españoles “el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada”. 

			1. ‘El parque público y protegido de viviendas en España: un análisis desde el contexto europeo’. Carme Trilla Bellart y Jordi Bosch Meda. Fundación Alternativas, 2018. 

			2. ‘La vivienda social en Madrid, 1939-1959’. Jesús López Díaz. UNED. Espacio, Tiempo y Forma. 2002.
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			La rentabilidad social y ambiental del transporte público

			Cada autobús llegando a su parada, cada convoy de metro, tranvía o cercanías haciendo lo propio, han trasladado durante la crisis de la COVID-19 una señal vital de que todos nosotros como comunidad seguíamos latiendo

			Antonio Lucio Gil

			@AntonioLucioG

			En los días más estremecedores de la pandemia, con la mayor parte de la población confinada y en la incertidumbre asintomática, con las cifras de infectados, hospitalizados y fallecidos por el virus creciendo día a día, expresión de miles y miles de dramas personales y familiares, mientras nuestros profesionales sanitarios se desvivían por salvar vidas, los servicios de transporte público siguieron funcionando con regularidad, pese a los miedos y a la desolación. Cada autobús llegando a su parada, cada convoy de metro, tranvía o cercanías haciendo lo propio, estaba trasladando una señal vital de que todos nosotros como comunidad seguíamos latiendo.  Cada trabajador de la sanidad, de la logística, de la limpieza, de la alimentación, de la milicia que se subía o bajaba del transporte público estaba dando sentido y reforzando el valor de que toda la red siguiera resistiendo. 

			Fueron días de tomar conciencia de lo esencial, en términos personales, y también en términos colectivos. Los pilares y fundamentos en los que se asientan las comunidades se pusieron al descubierto. Viene a cuento, porque desde hace años veníamos apreciando una peligrosa desidia, cuando no un desprecio, ante el transporte público, más allá de los simulacros de promoción. Los medios de comunicación, termómetro de tendencias y valores colectivos, vienen desde hace tiempo haciéndose eco de hipótesis futuristas, protagonizadas por coches autónomos y compartidos, en las cuales al transporte público parece quedarle un papel residual. Una suerte de caricatura hípster parece influir estas perspectivas. La dimensión social y de integración que reside en los servicios públicos de transporte no son suficientemente perceptibles.  Los usuarios “cautivos” de estos servicios son los que mantienen el funcionamiento de gran parte de nuestra vida cotidiana. Se ha hecho evidente en estos días de confinamiento. Y sin embargo parecen invisibles a ojos de esas frecuentes prospectivas futuristas.

			Hay quienes de manera contundente afirman que “el commuter ha muerto”. Se puede traducir commuter como el viajero diario al trabajo recurrente en hora, ruta y modo de desplazarse.  La figura del commuter se suele asociar al viaje mecanizado, en transporte colectivo o en turismo privado; y, por tanto, presupone una distancia considerable entre la casa y el trabajo como para requerir de estos modos.  Durante un siglo el diseño de las redes de infraestructuras de transporte urbanas, periurbanas y metropolitanas, tanto carreteras como ferrocarriles, se han basado en la previsión de flujos de estos commuters. La búsqueda de la “evidencia científica” en este sentido ha dado lugar durante décadas a todo un mundo de herramientas y modelos, así como a una praxis de las mismas por los decisores políticos (policy makers), de una enorme trascendencia para la realidad física urbana en la que desplegamos nuestras existencias.  

			Las circunstancias que llevan a algunos a afirmar “la muerte del commuter” son varias, pero quizás la más determinante es la constancia de que las pautas de movilidad de las personas en los entornos urbanos se han ido complejizando cada vez más y más, de manera que poco queda ya hoy de ese viaje simple pendular que dio lugar a la categoría y al término en cuestión.  Este hecho es innegable y se viene poniendo de manifiesto cada vez que se hacen encuestas de movilidad. Precisamente la Encuesta Domiciliaria de Movilidad de Madrid (de 2018), publicada recientemente, muestra para esta región la evolución en las ratios de la movilidad ocupacional (trabajo y estudios), que ha pasado del 65% (EDM 1996) y el 60% (EDM 2004) al 43% (EDM 2018). La movilidad no ocupacional (el resto de los motivos: compras, ocio, médico, paseo, asuntos personales, etc.) ha pasado del  35% (EDM 1996) y el 40% (EDM 2004) al 57%. Además el número de viajes diario de media por persona sigue ampliándose. En 1996 era 2,04; en 2018 está en 2,44.

			Se plantea entonces la dificultad de que la red racionalizada del transporte publico colectivo, de vocación masiva, pueda dar respuesta a esta complejización in crescendo. Más bien se aprecia, aparentemente, una personalización o singularización de la demanda, que está requiriendo de una oferta de soluciones de movilidad “a la carta”: las enormes posibilidades que las nuevas tecnologías y la digitalización ofrecen para construir estos servicios de movilidad a la carta, personalizados, que pueden responder a esos desplazamientos no recurrentes, que añadidos a los ocupacionales hacen de estos algo nada fácil de reducir, supuestamente, a la oferta del transporte colectivo. 

			Es recibido como un signo indubitable de esta tendencia la proliferación de la oferta de servicios de vehículos compartidos sin conductor (los celebrados sharing en sus múltiples variantes) o de los servicios con conductor a la demanda.

			El año de inflexión

			Pero la realidad nos muestra señales muy contradictorias con todo ello. Los sharing representan 60.000 viajes al día en la región de Madrid, según la EDM 2018, frente a 3,8 millones de viajes en transporte público. Si bien estos viajes representan menos del 50% de todos los mecanizados. Las cifras dolorosas son, en ese sentido: 40% en transporte público, 60% en vehículo privado. En la EDM de 1996 aún eran mayoritarios los viajes mecanizados en transporte público (54%) respecto a los realizados en vehículo privado (46%). La EDM de 2004 fue la que por primera vez registró ese cruce de línea roja, esa  inversión en el modo mecanizado mayoritario: transporte público, 49%; vehículo privado, 51%. 

			Y ello pese a los enormes esfuerzos inversores de los años previos en redes de transporte publico, sobre todo guiado. Es evidente que en este planteamiento de inversión ha habido una falta clomorosa de inteligencia colectiva; con responsabilidades reforzadas singularizables y amplísimas complicidades, concretas y difusas. Mirando hacia delante, pensando en la agenda “del día después”, solo cabe esperar que se generalice la preocupación por la realidad genuina del transporte público, más allá de simulacros –costosísimos–. Cuestiones de apariencia aburrida a ojos banales, como los costes y los ingresos de estos servicios, o la permanente evaluación de la rentabilidad económica, social y ambiental de sus infraestructuras, son las verdaderas hipótesis sobre las que se construirá ese futuro que tanto nos hace volar la imaginación, y del que somos responsables hoy.
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			beatriz aragón

			Médica de familia 
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			La doctora que recorre la Cañada Real en furgoneta

			Belén Remacha 

			@belenremacha 

			A la Cañada Real el coronavirus llegó más tarde. A ese poblado madrileño en el que viven unas 8.000 personas, asentamiento ilegal, dice Google, la famosa curva fue con desfase respecto al resto de la región: su propia condición de “especie de isla” la mantuvo aislada del virus los primeros días de marzo. Los sanitarios lo esperaban con pánico, “pensábamos que cuando llegase aquí iba a ser muy explosivo”. Cuando finalmente llegó, sobre todo vinculado a los vecinos que trabajaban en sitios como MercaMadrid, no explotó, no como en otras zonas. Del tramo que va de la Carretera de Valencia a Perales del Río esta primavera se han contado unos 30 contagios confirmados y una muerte. “Afortunadamente”.

			Era 2007 cuando Bea –lo prefiere a Beatriz– Aragón, la médica de familia que ha atendido esos casos, hizo por primera vez en una unidad móvil ese recorrido. Acababa de terminar el MIR y había pasado las pruebas para entrar como interina en un programa inaugurado por el gobierno de Esperanza Aguirre, “en esa época gustaba mucho estrenar cosas”. Funcionó bien. La unidad móvil es una mezcla entre furgoneta y ambulancia que llega donde no hay ambulatorio, ni farmacias. A Bea le acompaña un conductor y un enfermero y siempre han atendido a niños y adultos en la parte de atrás, aunque con la COVID-19 el protocolo cambió y ya nadie puede subir a un espacio tan pequeño.  

			En estos 13 años, Bea solo ha dejado de visitar diariamente los edificios y chabolas para estudiar un doctorado en antropología en Londres, y durante su permiso por embarazo. Tras tanto tiempo, ya tiene su listado al margen del Ayuntamiento. Sabe quién vive ahí aunque no figure en ningún registro, quién es muy mayor, o quién necesita asistencia aunque no haya llamado al 010.  Bea, que nació en Palencia, ha cumplido 41 y dice que es un “exponente de su generación” porque tuvo a su única hija, Luisa, a los 40. Su pareja estaba de excedencia cuando estalló la crisis, gracias a lo cual pudieron apañarse estas semanas.

			¿Cómo se encierra en casa gente que ni siquiera tiene exactamente una casa? El problema se ha dado en las villas de América Latina o en la India, pero también a 23 kilómetros de la Puerta del Sol, justo en el centro de la Península Ibérica. “Han venido a hacer reportajes sobre cómo en la Cañada no se cumplía la cuarentena, otros querían que viniese el Ejército. No puedes pedir lo mismo que en la ciudad, hay casas que no reúnen las condiciones y desde el punto de vista de salud pública no puede ser tan estricto. Si los niños dependen de ir donde la abuela para comer, ha sido mejor ayudar a organizarse para que le deje la comida en la puerta a que se queden todos juntos, nietos y abuelos hacinados”.

			La criminalización étnica . Le duele “la criminalización, con sesgo étnico hacia los gitanos”, la idea generalizada de que nadie en la Cañada puede seguir las normas, o sabe cuidarse. Hay de todo. Algunos vecinos le han puesto pegas a usar mascarilla, otros estaban enganchados a las comparecencias de Fernando Simón.

			El coronavirus llegó más tarde a la Cañada Real y no golpeó tan fuerte, pero sí trajo consigo cierto caos. Pérdidas de empleos, tratamientos de diabetes postergados, menús infantiles enviados por la Comunidad de  Madrid de Rodilla. Una mañana muy fría de abril una avería cortó la luz durante 48 horas. Ocurre a menudo. En un lugar en el que se puede estar sin electricidad varios días y es normal, a Bea le inquietan las consecuencias sociales de la COVID-19. Los niños iban al cole en Vallecas, con autobús de ruta, pero este curso ya no. “Muchas casas no son precisamente librerías, escolarizarse telemáticamente es difícil, no han tenido cobertura, han perdido la socialización… ya parten de una diferencia muy grande. Tres meses sin escuela van a aumentar muchísimo esa brecha y van a hacer mella en su imaginario”.

		

		
			
			

		

	
		
			Perfil

			marta del campo

			Marta acumula años de docencia en institutos de barrios depauperados del área de Barcelona, el último de ellos el IE La Mina, que durante la epidemia ha multiplicado esfuerzos para repartir material escolar y comida entre sus alumnos  
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			Maestra contra las brechas

			Pau Rodríguez

			 @paurodra

			El inicio del curso 2019-2020 en el IE La Mina fue especial. Por primera vez, todos los alumnos de Sexto que se habían ido de vacaciones en junio habían vuelto en septiembre para empezar la ESO. Nadie se había perdido por el camino. Y esto, en un centro educativo con mayoría de familias en riesgo de exclusión y graves problemas de absentismo, es una prueba de que la acción educativa puede cambiar vidas. 

			Así lo ve al menos Marta del Campo (Barcelona, 1965), directora de este instituto-escuela desde 2016. “Es un orgullo comprobar que lo que haces sirve. Estamos garantizando que nadie pierda oportunidades”, sostiene. Garantizar el derecho a la educación, un principio que se recoge en todas las leyes y que se da por sentado en la gran mayoría de los hogares, es todavía una entelequia en La Mina, aún hoy el barrio más estigmatizado de Sant Adrià del Besòs y de toda Catalunya.

			Del Campo acumula años de docencia en institutos de barrios considerados gueto, a menudo con un número elevado de población gitana, como Sant Roc en Badalona o Sant Cosme en El Prat. Profesora de inglés de formación, ahora ejerce de directora. “Somos un equipo que atiende a las familias diariamente. Tienen mi teléfono y me paso el día contestando, casi no uso el despacho”, resume. 

			Es lo que les ha ocurrido estos días, durante la epidemia. Durante las primeras semanas recurrieron al WhatsApp para proponer a los niños y niñas actividades didácticas y deberes, puesto que la mayoría no tiene internet en casa. Luego decidieron hacer kits con cuadernos y material escolar para cada uno de ellos, y en las últimas semanas directamente se han puesto el sombrero de servicios sociales para repartir 80 menús diarios de los que cocina el proyecto World Central Kitchen. También entregan a las familias tiques para el mercado que costean los mismos docentes con un número de cuenta que hacen circular entre su entorno.

			“El problema no es la brecha digital, de la que tanto se ha hablado, sino la social, que en este barrio ha existido siempre y ahora es más visible porque muchos viven de la economía sumergida”, alerta Del Campo. 

			Uno de los temores de esta profesora es que con la epidemia se erosione el vínculo de los alumnos con el centro, el delicado pilar sobre el que se construye la educación en este barrio. “Lograr el sentido de pertenencia es fundamental”, asegura Del Campo sobre la comunidad gitana, y esto se consigue “con referentes positivos”, universitarios y profesionales de referencia que hayan salido del barrio. “Las expectativas son la clave: sentir que el maestro cree en ti, eso es lo que crea un punto de inflexión en su educación y lo que luchamos por conseguir”, defiende.

			Del Campo sabe que el IE La Mina es su lugar y duda que vaya a cambiar en busca de otras realidades. Ya lo hizo en el pasado, pero cuenta: “Me rebotaba demasiado ver el comportamiento conflictivo de alumnos de familias adineradas, sin que hubiese una razón social detrás”.

		

		
			
			

		

	
		
			Perfil

			marta del campo

			Capitán de la compañía de apoyo a emergencias de la UME que supervisó el albergue para personas sin hogar de Ifema  
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			Un ingeniero militar en el corazón de la pandemia

			Laura Galaup 

			@gallaup

			No teníamos horario”. Este es uno de los recuerdos que el capitán Marcos Sánchez conserva de los días más duros de la pandemia. Sánchez (36 años) dirige la compañía de apoyo a emergencias de la Unidad Militar de Emergencias (UME) y tiene a su cargo a 85 soldados. Él y sus compañeros han participado en la desinfección de residencias, en el traslado de féretros a las morgues temporales que se crearon en la Comunidad de Madrid y han ayudado al Samur Social del Ayuntamiento de la capital para levantar y mantener el albergue de personas sin hogar en el pabellón 14 de Ifema.

			Con el virus más controlado y al borde de que nuestro país alcanzase la llamada nueva normalidad, Sánchez recuerda en una conversación distendida con eldiario.es en la base de Torrejón de Ardoz (Madrid) cómo vivieron esos días formando parte de la operación Balmis, el comando que diseñó el Ministerio de Defensa para ayudar a combatir la pandemia.

			“El horario ha sido de sol a sol. Hay gente que ha pasado la noche custodiando la morgue”, añade Sánchez, que evita aportar emociones a sus respuestas sobre las sensaciones compartidas por sus compañeros tras semanas entrando en residencias para atender las peticiones de ayuda de sus responsables o afrontando en soledad la imagen de féretros alineados en la pista del Palacio de Hielo. “Soy bastante reservado”, sentencia.

			Sánchez llegó a la UME hace un año. En las Fuerza Armadas ingresó “por vocación” al terminar la prueba de Selectividad. Una vez aprobada la oposición de entrada, comenzó su formación en la Academia General Militar de Zaragoza y terminó con la especialización de Ingeniería. De ahí se marchó a la unidad paracaidista, donde ascendió a capitán. Con experiencia en misiones internacionales, tras pasar por Afganistán y Líbano, explica que antes de combatir la pandemia de la COVID-19 estuvo trabajando en las inundaciones que se produjeron en Murcia el año pasado.

			La especialidad de Sánchez aporta a las Fuerzas Armadas la posibilidad de “tender puentes sobre un río” o construir estructuras, como campamentos o albergues, con las que afrontar emergencias. Cuando se inició el confinamiento la situación de las personas sin hogar se convirtió en una incógnita. En Madrid, el Samur Social optó por levantar un albergue para este colectivo en el recinto ferial de Ifema. La aportación de la UME fue fundamental para rematarlo. Instalaron las zonas de baño y suministraron el mantenimiento necesario. “Una ducha de campaña es un contenedor de 20 pies (seis metros), que está preparado para acoger entre ocho y diez duchas y que cuenta con un cambiador para el personal”, explica.

			Sin horarios

			En el seguimiento diario Sánchez destaca que tenían que estar “permanentemente centrados en que las calderas funcionasen bien”. “Cuando estas instalaciones se construyen en el campo es más fácil, en una zona interior, en la que se pueden formar charcos, hay que estar más pendiente”, añade, aludiendo a las características de Ifema. Estuvieron a diario supervisando esta actividad. “Incluso fuera de horarios. Si nos llamaba el Samur, nosotros íbamos”.

			Abordando la pandemia con perspectiva y a punto de alcanzar la nueva normalidad, este capitán de la UME se queda con la posibilidad de “haber aportado un granito de arena” para combatir la emergencia sanitaria.

		

		
			
			

		

	
		
			Perfil

			Susana Marcos

			Directora del Laboratorio de Óptica Visual y Biofotónica del CSIC 
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			El foco en la ciencia

			Elena Cabrera 

			@elenac

			No falla. Uno empieza a sentirse viejo cuando se le cansa la vista. La presbicia es el regalo de cumpleaños más común a los 45. Y, para celebrarlo, suele venir acompañado de un par de gafas para ver de cerca, quizás las primeras para quien nunca han sufrido una condición visual, como la miopía o el astigmatismo. La prestigiosa física española Susana Marcos está trabajando para traernos un presente mucho mejor: una lente intraocular que, insertada mediante una operación, corrija la presbicia de una manera acomodativa, es decir, que funcione igual que lo hace el cristalino joven, que pueda enfocar un objeto sin importar a qué distancia esté.

			Marcos dirige el Laboratorio de Óptica Visual y Biofotónica, un equipo multidisciplinar de 20 personas que trabaja dentro del Instituto de Óptica Daza de Valdés del Centro Superior de Investigaciones Científicas (CSIC), un instituto que ella dirigió entre 2008 y 2012 y donde dio sus primeros pasos en su carrera científica, como becaria predoctoral en el año 1993 tras su licenciatura, la cual remató con un doctorado con premio extraordinario en Ciencias Físicas en la Universidad de Salamanca. Tres años en el CSIC dieron paso a otros tres investigando en universidades extranjeras, incluida Harvard, para regresar al Instituto de Óptica en el año 2000.

			La trayectoria que le ha llevado a merecer el Premio Nacional de Investigación Leonardo Torres-Quevedo en 2019, el mayor reconocimiento en España a la investigación científica, comenzó con la fascinación por la manera en la que explicaba física la profesora en el instituto, en su Salamanca natal. Marcos tiene una mirada azul y clara como sus propósitos: desarrollar tecnologías que mejoren la visión de todo el mundo y que tengan aplicaciones en oftalmología de manera útil y sencilla. La doctora sospecha que este es el motivo por el que le concedieron este premio, así como el Jaime I de la Generalitat Valenciana en 2017 o la Medalla Ramón y Cajal de la Real Academia de Ciencias en 2019. Los resultados de su investigación se aplican en el medio plazo, como ya es realidad en las tecnologías que se han desarrollado con algunas de sus más de 20 patentes. Ahí está el SimVis, un aparato del que es coinventora, pequeño y portátil como unos prismáticos y que simula cómo sería la visión multifocal de un paciente que decida operarse. El SimVis mereció el Premio Madri+d a la Mejor Patente y, junto a otras dos patentes también del CISC, sirvieron para crear 2Eyes Vision, una empresa de la que Marcos es cofundadora.

			Los fondos públicos destinados a la ciencia son insuficientes, por eso laboratorios como el suyo necesitan sumar financiación del sector privado, bien mediante licencias de patentes públicas cuyo uso industrial revierte en regalías o bien mediante convenios de colaboración con empresas. “Con los niveles tan pequeños de financiación que concede el Plan Nacional, muy limitado para un grupo como el nuestro que es muy grande, muy multidisciplinar y muy experimental, es necesario recurrir a bastantes fuentes”, explica la doctora en física. Ella siente que la intuición les ha hecho apostar por investigaciones de éxito que los fabricantes de lentes intraoculares a nivel mundial han venido a buscar, sin necesidad de ir a llamar a sus puertas.

			Aunque la parte financiera es tediosa, Marcos concibe el momento en el que se sienta a pensar la idea y su desarrollo como una fase del trabajo científico. “Para mí esa parte es totalmente creativa y constituye el primer paso, superimportante, en la investigación, que es hacerse la pregunta adecuada. Siento que hago investigación también cuando escribo un proyecto para buscar financiación”, dice.

			La gran reclamación de la comunidad científica, que Marcos hace suya, tiene que ver con la escasez de fondos. “Nunca se ha puesto el foco tanto en la ciencia como en los tiempos que estamos viviendo”, dice en relación al coronavirus. “Mucha gente se ha dado cuenta de que la ciencia es capaz de ofrecer soluciones y que es fundamental un tejido científico que goce de buena salud”. Como efecto de esta crisis, esta científica pide que haya una inversión significativa porque “es necesaria para la supervivencia económica, social, sanitaria y cultural de un país”, veríamos los resultados en el medio plazo y, con unos mecanismos más flexibles, dejaríamos de tener al investigador “enterrado en papeles y luchando contra la burocracia” o, peor, despidiéndose en los aeropuertos de sus familias debido a la poca competitividad salarial en España. Y al contrario, explica Marcos, seríamos atractivos para el talento extranjero, como ocurre en su grupo, que es plurinacional. “Ningún científico hace ciencia pensando en el dinero”, dice. “Nuestra profesión es tremendamente vocacional y nunca se te va de la cabeza” pero no existe una correlación entre la importancia y el impacto de un trabajo y su remuneración. “Nos encanta lo que hacemos, pero si lo comparas con otras profesiones, a misma formación, misma responsabilidad, misma capacidad y misma productividad, el salario es mucho más bajo. Eso es así”.

		

		
			
			

		

	
		
			Perfil

			Alfredo Vieira

			Enfermero de pediatría en un Centro de Asistencia Primaria de Barcelona
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			La vocación por los cuidados

			Elena Cabrera

			@elenac

			Alfredo Vieira podría haber sido médico u odontólogo, pero acabó como enfermero porque quería cuidar. Se encontró la vocación por el camino cuando acabó trabajando, hace trece años, en la pediatría de atención primaria, primero en Badalona y ahora en Barcelona. Está convencido de que, si no fuera porque halló su hueco en la atención a la infancia, la decepción con el sistema sanitario le habría hecho abandonar.

			Las condiciones de trabajo, los recortes sufridos en sanidad, tanto en el personal, que hace que se sature más la carga asistencial, como en la remuneración, hace que cada día, al igual que muchos otros de sus compañeros y compañeras, esté más quemado. “Es un trabajo de mucha responsabilidad que todos los sanitarios amamos hacer, pero somos humanos”, dice. Tampoco se ve en la privada: “No comulgo mucho con que la sanidad se gestione de forma privada, tendría que ser pública y gratuita”. Alfredo pasó por los ambulatorios de Badalona, que son de gestión privada y asegura que, lejos de lo que se piensa, en la sanidad privada también hay precariedad laboral, a la que hay que sumar los “negocios y oscurantismos” que pueden darse en estas empresas.

			“Algo que ha quedado demostrado con la pandemia es que los recortes matan”, dice Alfredo. “Para mí, la sanidad pública tiene que ser universal, que no haga falta tener papeles para estar atendido, ya no solo por un tema de derechos humanos sino también por egoísmo: yo quiero vivir en un sitio donde cualquier persona pueda estar atendida y que no suponga un riesgo de salud pública”. En su concepción de la sanidad como servicio público, “debería dejar de hablarse de gasto sanitario para hablar de inversión sanitaria” y “tendría que contratarse más personal”. “A menos en Cataluña, estamos escasos y en los últimos diez años en Primaria nos hemos quedado con mil enfermeras y con mil médicos menos”, añade.

			A raíz de la orden del Ministerio de Sanidad, a finales del pasado mes de marzo, en la que se permitía a las comunidades autónomas intervenir en las residencias de mayores privadas que hubieran colapsado o que pudieran estar realizando negligencias en los cuidados, Alfredo y una doctora de su ambulatorio fueron los primeros en presentarse voluntarios, por mediación de la mesa comunitaria del barrio, para acudir a uno de ellos. Su función allí era hacer un diagnóstico sobre la situación tanto de los trabajadores del centro como de los residentes, distribuirlos de forma estratégica en las plantas, separar a los negativos de los positivos en COVID y explicar al personal cómo trabajar de forma adecuada con los equipos de protección individual (EPI). De un día para otro, Alfredo pasó de cuidar un extremo de la vida al opuesto. 

			La hora del desgaste emocional. “Los que trabajamos con niños empatizamos bien con la gente mayor”, dice. Pero la situación era extrema, la residencia estaba saturada y se había reaccionado tarde a la llegada de la epidemia. “Es duro ver a los residentes en malas condiciones y ver a los compañeros afectados, llorando en algunos momentos. No estamos acostumbrados a manejarnos con pandemias y, por mi especialidad, yo no estoy acostumbrado a ver la muerte tan de cerca, eso fue lo que más me costó al principio”. Alfredo se ponía el EPI a  las 8 de la mañana y no se lo quitaba hasta las 5 de la tarde, muchas veces sin comer ni beber, por el miedo a manipular objetos o ponerse y quitarse la protección. “Ahora que la curva de la infección ha bajado y nos estamos recuperando del desgaste físico, es cuando viene otro desgaste, el emocional. Ya se habla de que la siguiente epidemia en España va a ser la epidemia de la depresión y las ansiedades, y el colectivo sanitario lo va a acusar mucho”, reflexiona.

			Si mañana hay un repunte en la pandemia y nos encuentra con el personal sanitario desgastado, este enfermero sabe que sus niños y niñas sanos tendrían que esperar y él debería volver a estar ahí, en la primera línea. Pero a día de hoy, si se alargase la situación, le asaltan las dudas: “No sé hasta cuándo mi cuerpo, o mi cabeza, diría prou” (basta). Hasta ese día, si llega, Alfredo sigue pensando que el futuro de la atención primaria pasa por trabajar con la comunidad, en proyectos de salud en el barrio para mejorar la calidad de vida y así descender la presión asistencial, “pero esto es una filosofía largoplacista y, por desgracia, con los recortes se va en la dirección contraria: quedarnos en consulta, con cargas de trabajo muy elevadas y apostando menos por la prevención”.

			La gran reclamación de la comunidad científica, que Marcos hace suya, tiene que ver con la escasez de fondos. “Nunca se ha puesto el foco tanto en la ciencia como en los tiempos que estamos viviendo”, dice en relación al coronavirus. “Mucha gente se ha dado cuenta de que la ciencia es capaz de ofrecer soluciones y que es fundamental un tejido científico que goce de buena salud”. Como efecto de esta crisis, esta científica pide que haya una inversión significativa porque “es necesaria para la supervivencia económica, social, sanitaria y cultural de un país”, veríamos los resultados en el medio plazo y, con unos mecanismos más flexibles, dejaríamos de tener al investigador “enterrado en papeles y lucwhando contra la burocracia” o, peor, despidiéndose en los aeropuertos de sus familias debido a la poca competitividad salarial en España. Y al contrario, explica Marcos, seríamos atractivos para el talento extranjero, como ocurre en su grupo, que es plurinacional. “Ningún científico hace ciencia pensando en el dinero”, dice. “Nuestra profesión es tremendamente vocacional y nunca se te va de la cabeza” pero no existe una correlación entre la importancia y el impacto de un trabajo y su remuneración. “Nos encanta lo que hacemos, pero si lo comparas con otras profesiones, a misma formación, misma responsabilidad, misma capacidad y misma productividad, el salario es mucho más bajo. Eso es así”.
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			El coronavirus en la tierra del neoliberalismo

			Sálvese quien pueda

			La pandemia ha puesto al descubierto las vergüenzas del sistema sanitario en Estados Unidos, dejando escenas difíciles de creer en otros países desarrollados

			María Sanchez Díez 

			@mimapamundi

			Personas enfermas o con síntomas que evitan acudir al hospital porque no se lo pueden permitir. Pacientes que se recuperan, pero afrontan facturas astronómicas, incluso con seguro. Hospitales rurales y pequeñas clínicas privadas arruinadas por la cancelación de cirugías, su mayor fuente de ingreso en un sistema con ánimo de lucro. Millones de personas despedidas y desprovistas de la noche a la mañana del seguro médico que les facilitaba su empresa. Enfermos que, moribundos, se preguntan quién correrá con los gastos de su hospitalización.

			Con más de 100.000 muertos, la pandemia en EEUU ha reavivado el debate en torno al sistema sanitario, proporcionando oxígeno a quienes abogan por un sector público más fuerte. Populares miembros del Partido Demócrata como Bernie Sanders y Elizabeth Warren se presentaron a las primarias presidenciales con un programa que incluía un sistema sanitario único y público. Pero expertos en salud pública ven con escepticismo que el complejo y mastodóntico sistema estadounidense pueda desmontarse.

			“¿Quién va a pagar esto?”, preguntó un hombre en estado grave a Derrick Smith, el enfermero anestesista que lo estaba intubando en la UCI de un hospital de Nueva York. “Es triste tener que preocuparte por el dinero cuando estás en estado crítico”, lamenta Smith, que durante los últimos meses ha escuchado a varios enfermos expresar temores similares. “Expone los problemas estructurales y las desigualdades del sistema”.

			El tetris de la sanidad estadounidense 

			EEUU no tiene un sistema de salud único, sino un complejo conglomerado de programas que cohabitan y, en ocasiones, se solapan. 

			La mayoría de la población (alrededor del 55%) cuenta con un seguro médico proporcionado por su empleador, cuyo coste es compartido por la empresa y el trabajador. Esto no significa que, una vez pagada la cuota mensual, la cobertura sea universal. Dependiendo de la calidad del plan, puede existir un copago por determinados servicios como, por ejemplo, una consulta con un especialista. También hay una cantidad mínima que el trabajador debe pagar antes de que el seguro comience a cubrir los gastos.

			Dos grandes programas públicos cubren al 18% de la población cada uno: Medicare provee cobertura a los mayores de 65 años, mientras que Medicaid está destinado a personas con bajos ingresos. Medicaid está subvencionado con fondos mixtos del gobierno federal y de los gobiernos estatales, y tanto los requisitos para acceder como la calidad de la cobertura varían enormemente según el estado. Un 8,5% de la población no tiene seguro médico y un 11% cuenta con seguro comercial contratado por cuenta propia.

			A este último grupo pertenece Osmel Martínez, un ingeniero que, tras visitar China en enero, comenzó a experimentar síntomas de COVID-19. Decidió hacerse el test y acudió al Jackson Memorial Hospital de Miami. “Era mi responsabilidad: me tocaba hacerme el examen, pero no pensé que fuera tan caro”, dice Fernández, que tenía miedo de tener coronavirus y contagiar a su madre y a su abuela. El resultado fue negativo, pero dos semanas más tarde, recibió una factura: debía 3.270 dólares. 

			Desde entonces, el gobierno de Donald Trump, el Congreso y las compañías de seguros han tomado medidas para tapar algunas de las deficiencias y agujeros más flagrantes del sistema. El Congreso ha aprobado tres leyes de asistencia que garantizan la cobertura de los gastos derivados de los tests (como la factura de Martínez, que finalmente no tuvo que pagar) y de la vacuna cuando esta exista. Por su parte, algunas de las grandes aseguradoras han prometido que perdonarán el coste de tratamientos médicos relacionados con el coronavirus, pero su generosidad no cubre todos los planes ni, por supuesto, a quienes no tienen seguro.

			Para Allison Hoffman, profesora de derecho de la salud de la Universidad de Pennsylvania, estas medidas son insuficientes. El coste de los tratamientos sigue siendo inaccesible para muchos estadounidenses, que cada día se ven obligados a mantener un equilibrio imposible entre su salud y su bolsillo. Según una encuesta de Gallup, el 14% de los estadounidenses afirman que no acudirían al médico por experimentar síntomas de COVID-19 por temor al precio de la atención sanitaria.

			Está el ya mencionado copago, que obliga a los pacientes a abonar un porcentaje del precio de un servicio. Además, en tratamientos médicos complejos como los derivados del virus, es habitual que un paciente termine siendo atendido por al menos un trabajador sanitario (enfermero, anestesista, servicio de ambulancia...) que no pertenece a la red con la que su aseguradora ha acordado un precio. Esto sucede incluso cuando una persona deliberadamente acude a un hospital de su red, y encarece enormemente el monto.

			Como otros muchos expertos, Hoffman propone una solución a la europea: una expansión temporal de Medicare (el programa público para mayores de 65) para cualquier estadounidense que reciba algún tratamiento derivado del virus, con independencia de su edad.

			EEUU tiene el mayor gasto sanitario per cápita de los países de la OCDE y no es porque la atención médica sea mejor, sino porque es la más cara. Existen varios fenómenos que explican este encarecimiento de los servicios, dice Hoffman. 

			Los precios que se pagan por bienes y servicios médicos en EEUU son altos en comparación con otros países. Los partidarios de la cobertura universal señalan a menudo que existe una relación directa entre estos importes y la falta de un sistema público gubernamental. Mientras que en los sistemas públicos los gobiernos cuentan con un monopolio que les permite negociar (o incluso controlar a través de legislación) precios ventajosos con los proveedores de medicinas y servicios médicos, en EE UU, mientras tanto, un popurrí de actores compiten entre sí en un mercado del sálvese quien pueda donde cada cual vela por sus intereses.

			Esta fragmentación del sistema genera asimismo un coloso burocrático que engulle un tercio de la inversión en sanidad, explica David Himmelstein, profesor de la Escuela de Salud Pública Urbana de la Universidad de la ciudad de Nueva York. Un estudio cifra en 800.000 millones de dólares el presupuesto destinado a labores administrativas. 

			A pesar de todos estos problemas, únicos en EE UU, la ferocidad de la pandemia en países con robustos sistemas gratuitos, como España e Italia, demuestra que, con el coronavirus, no basta con tener sanidad pública. “Una vez que los pacientes se ponen enfermos, la buena atención médica solo puede llegar hasta cierto punto”, dice Himmelstein.

			Según Hoffman, las muertes en las residencias de ancianos explican en buena parte el fenómeno: “Independientemente de cómo sea el sistema de atención médica o de cómo se pague, cuando hay muchas personas vulnerables viviendo en contacto cercano, tienes un problema”, dice. Como en España, gran parte del porcentaje de las muertes en EE UU (más de un tercio, según The New York Times) se han producido en estos centros.  

			Un modelo único y en debate

			Y, ¿en qué momento se separó EE UU de otras democracias desarrolladas que construyeron sus sistemas de salud públicos durante el siglo XX? 

			Las raíces del modelo actual se remontan a la Segunda Guerra Mundial, explica Himmelstein, cuando el presidente Franklin D. Roosevelt congeló los salarios de los trabajadores. Las empresas, respaldadas por los sindicatos y generosos subsidios fiscales, empezaron a ofrecer servicios médicos como un estímulo extra a sus empleados. 

			Sin presión de la clase trabajadora, el gobierno estadounidense carecía de incentivos para poner en marcha un sistema de salud público.

			Además, grupos de interés médicos como la American Medical Association lanzaron campañas en contra de la llamada “medicina socializada” que contribuyeron al fracaso de planes como el del presidente Harry Truman en 1949. “Hubo una fuerte reacción en contra de estos programas, que fueron etiquetados como comunistas o socialistas”, dice Theodore M. Brown, profesor emérito de humanidades médicas de la Universidad de Rochester, en Nueva York. “Esa etiqueta ha obstaculizado el desarrollo de iniciativas públicas a lo largo de los siglos XX y XXI”. 

			Hoy existe un sector de la sociedad estadounidense donde el debate en torno a la sanidad pública se ha mantenido muy activo en los últimos años: en el seno del Partido Demócrata. En 2016, Bernie Sanders se presentó a las primarias presidenciales contra Hillary Clinton con un programa político que incluía la creación de un sistema sanitario público y universal, conocido como Medicare-for-all (o Medicare para todos).

			Para 2020, la idea ya no era solo cosa de los candidatos más radicales, como la senadora por Massachusetts Elizabeth Warren que, junto al alcalde de Nueva York Bill de Blasio, se unió a Sanders en la defensa de un modelo que además hubiera eliminado los seguros privados. Demócratas moderados como Cory Booker, Julián Castro, Kirsten Gillibrand y Kamala Harris se sumaron al carro de Medicare para todos, aunque acompañado de un sistema privado. 

			Pero la pandemia truncó el proceso de primarias, en el que el ex vicepresidente Joe Biden llevaba la delantera, y Sanders se retiró de la contienda, dejando la pista libre al favorito de las encuestas en el camino a la nominación. En noviembre, con casi toda seguridad, Biden se enfrentará a contra Donald Trump. Ninguno aboga por Medicare para todos, aunque el demócrata aboga por abrir el programa y permitir que cualquiera, con independencia de su edad, adquiera este seguro gubernamental.

			¿Pero podría el coronavirus hacer crecer el apoyo ciudadano a una sanidad pública? A Hoffman le gustaría creer que sí, pero lo duda. “Incluso si el virus deja completamente claro al público estadounidense que nuestro sistema está roto y que necesitamos algo mejor, todavía tendríamos que poner toda nuestra voluntad en contra de los grupos de interés: las compañías farmacéuticas, las compañías de seguros privadas y los hospitales y médicos que ganan más dinero con el sistema actual”.

			Por su parte, Himmelstein señala que, históricamente, las crisis han sido momentos decisivos para la mejora radical en los sistemas de atención médica, como sucedió en Portugal tras la caída de la dictadura. “Las crisis crean oportunidades y también peligros. Pero creo que tenemos posibilidades de aprovechar esta oportunidad”.

		

		
			
			

		

		
			
				[image: ]
			

		

	
		
			Reportaje

			[image: ] 

			Berlín

			 La ciudad que lucha por sus recursos básicos

			La remunicipalización gana un fuerte protagonismo en sectores clave para los berlineses como la vivienda, la gestión del agua o la energía

			Aldo Más

			Frente al aeropuerto berlinés reconvertido en parque que es el Campo de Tempelhoff se encuentra la conocida como Casa del Puente Aéreo. Es un bloque de pisos en alquiler cuyo nombre alude a los tiempos en que el Berlín Occidental quedó desconectada del “mundo libre”. En algunas de las ventanas y balcones del edificio cuelgan pancartas. “Leine Oder Bleibt”, se lee en la más grande. Significa algo así como “Lárgate o Quédate” y ha servido de lema para movilizar a los vecinos de la Casa del Puente Aéreo.

			Hace unas semanas, los vecinos recibían un correo de los responsables políticos de Neukölln, su distrito. Les informaban del interés de un inversor extranjero en adquirir su edificio. En Neukölln todos saben que este tipo de interés suele traducirse en la compra del edificio. Después llegan las remodelaciones y las subidas de los alquileres. Desde hace años, esa es una de las caras de la gentrificación.

			Pero los inversores no siempre se salen con la suya. Desde que en Berlín gobierna el socialdemócrata Michael Müller en coalición con Los Verdes y Die Linke, la ciudad ha hecho de la remunicipalización de vivienda una de las piedras angulares de su estrategia para frenar la gentrificación y las subidas de precios de los alquileres. Desde que empezó a gobernar Berlín esa coalición de izquierdas han sido remunicipalizadas algo más de 8.200 viviendas. Han pasado a ser “bienes berlineses” tras ser adquiridas por empresas públicas.

			“La remunicipalización no es solo una idea, es un proceso que está en marcha en Berlín”, constata Volker Eichener, profesor de política social en la Universidad de Ciencias Aplicadas de Düsseldorf. Eichener conoce bien el caso berlinés. “La ciudad de Berlín tenían una abundante oferta pública de vivienda. Pero a finales de los años 90 y principios de este siglo se vendió la mitad de esas viviendas. Yo estaba entre los que avisamos de que aquello era un error”, cuenta.

			Escasez de vivienda

			“Nos dijeron dos cosas para justificar la venta: uno, que la situación financiera de la ciudad era muy mala, y, dos, que no era necesario tener un instrumento político de vivienda porque no había carestía de vivienda”, añade Eichener. Ahora, sin embargo, la expresión que mejor define la situación del mercado inmobiliario berlinés es “escasez de vivienda”. Esta realidad ha hinchado los precios del suelo.

			En este contexto han ganado protagonismo gente como Florian Schmidt, político de Los Verdes responsable de urbanismo en el distrito Kreuzberg-Friedrichshain. “La vivienda no debería de ser tratada como un bien económico, sino como parte de una propiedad común que no esté sometida a la presión del mercado”, dice Schmidt, uno de los responsables locales que más ha destacado en la lucha por aportar soluciones frente al alza de los precios inmobiliarios.

			En el caso de la Casa del Puente Aéreo, los responsables del distrito de Neukölln han llegado a frenar al inversor británico Pears Global. Sirviéndose de la legislación vigente, las autoridades apartaron a Pears Global y buscaron a otro comprador. A saber, la cooperativa privada de inquilinos que es la Asociación de Viviendas de Funcionarios de Berlín.

			“Es una empresa con buena reputación y un perfil muy social”, dice Andrea. Ella integra el grupo de los cerca de 320 vecinos de la Casa del Puente Aéreo. “Yo estoy muy satisfecho, porque se temía la conversión de las viviendas en alquiler en viviendas en propiedad y el aumento de los alquileres”, dice Jochen Biedermann, político local del partido Los Verdes y uno de los promotores de la intervención para salvar la Casa del Puente Aéreo.

			Actualmente se estima que las cooperativas públicas de vivienda de Berlín cuentan con unos 310.000 apartamentos. Representan un 25% del parque de vivienda de la ciudad. Podrían ser más, porque la remunicipalización de viviendas es un empeño político nuevo en Berlín. Con él, las autoridades tratan de corregir la venta de viviendas públicas ocurrida tras la caída del comunismo.

			Remunicipalizar el agua

			De esa época también data la privatización del agua de la ciudad. Supuestamente para ganar recursos financieros, Berlín privatizó parcialmente la Empresa de Aguas de Berlín (BWB, por sus siglas alemanas) en 1999. El alcalde de entonces, el conservador Eberhard Diepgen, decidió la venta 49,9% del capital de la BWB a la multinacional francesa Veolia y al gigante alemán RWE. La operación supuso un ingreso para la ciudad de 3.300 millones de marcos (unos 1.600 millones de euros).

			Aquella venta fue pan para hoy y hambre para mañana. No sacó a Berlín de la precariedad. De lo contrario, el sucesor de Diepgen, el socialdemócrata Klaus Wowereit, no habría puesto de moda este lema para su ciudad: “Berlín es pobre pero sexy”.

			Con la privatización de la BWB no mejoró el servicio de gestión del agua. De esta realidad y otras desventajas asociadas a la privatización se dieron cuenta en la Mesa del agua de Berlín, una iniciativa vecinal responsable de la remunicipalización de la BWB. No fue fácil sacar del accionariado a Veolia y RWE. Bien lo sabe Sigur Franzen, una de las responsables de esta Mesa del agua.

			“Veolia y RWE no querían salir de la BWB. Pero ahí intervino nuestra iniciativa de referéndum”, dice Franzen. Alude al principal logro de su organización, que movilizó a suficientes berlineses como para sacar adelante un referéndum ciudadano que forzó la publicación de los jugosos contratos firmados por Veolia y RWE con las autoridades de Berlín. En 2011, Franzen y compañía lograron organizar el referéndum, lo ganaron y se consideró obligada la publicación de esos contratos.

			Estos no llegaron a hacerse completamente públicos. Pero la amenaza de que salieran a la luz contribuyó a la salida del capital privado de BWB. “El acuerdo que tenían las empresas con la ciudad era que si no generaban beneficios, Berlín tenía que pagarles esos beneficios”, recuerda Franzen. Poco faltó para que la Mesa del agua de Berlín llevara a los tribunales esos contratos.

			La remunicipalización de BWB puso fin a los exagerados precios de los días de gestión privada, que sufrieron hasta un 35% de aumento. “Los precios han bajado, pero probablemente sigan siendo muy altos. El modo en que se realizan los cálculos sobre los precios todavía da pie a que puedan ser demasiado altos”, matiza Franzen.

			…y también la energía

			Inspirada por Franzen y compañía ha visto la luz otra iniciativa que aspira a que Berlín recupere sus infraestructuras eléctricas: la Mesa de la Energía de Berlín. Sus promotores también organizaron un referéndum ciudadano en 2013. En este caso, la votación no tuvo carácter vinculante porque no contó con la suficiente participación.

			“Aún así, movilizamos a 700.000 personas y eso bastó para cambiar la situación. Los políticos sintieron nuestra presión y fundaron dos empresas, Berlin Energie, para hacer posible que la ciudad recuperara la gestión de la red eléctrica, y Berliner Stadtwerker, que provee de energías renovables”, cuenta Jens Martin Rode, uno de los fundadores de la Mesa de la Energía de Berlín.

			El sector eléctrico de la ciudad no se libró de las privatizaciones que sirvieron en bandeja al capital privado servicios esenciales como la vivienda o el agua. “En los años 90, el sector energético se dividió en tres bloques: producción, red y venta a consumidores”, cuenta Rode. “La empresa sueca Vattenfall compró todo: la producción, la red y el 70% del mercado”, añade.

			No obstante, tras algo más de un lustro de actividad, Berlin Energie y Berliner Stadtwerker se han convertido en competencia. Tanto es así que Berlin Energie ganó el año pasado el último concurso sobre la explotación de la red eléctrica. Vattenfall ha llevado a los tribunales esa decisión.

			En primera instancia, los jueces dieron el pasado mes de noviembre la razón a la firma nórdica. “Pero el caso irá seguramente a segunda instancia, por lo que la cuestión de quién explotará la red eléctrica sigue sin respuesta”, comenta Rode.

			El freno de la COVID-19

			Él y el resto de integrantes de la Mesa de la Energía de Berlín esperan que la empresa de la ciudad gane ese pulso a Vattenfall. Entre otras cosas, porque las compañías municipales han demostrado ser “más baratas, más respetuosas con el medio ambiente, más transparentes además de desarrollar ideas contra la pobreza energética, por ejemplo”, sostiene Rode.

			Él sabe, al igual que el resto de actores sociales y políticos comprometidos con la remunicipalización de infraestructuras y servicios en Berlín, que la crisis que ha traído consigo la COVID-19 puede frenar a las ciudades con agendas remunicipalizadoras. Pero el impacto del coronavirus aún está por aclarar.

			“No sabemos cuántos ingresos faltarán en las arcas de la ciudad, ni cómo de rápido se va a recuperar la economía”, según Schmidt, el responsable de urbanismo en Kreuzberg-Friedrichshein. De lo que no hay dudas es que mientras sigan existiendo políticos como él y movimientos sociales como el de Rode o Franzen, la remunicipalización seguirá siendo un horizonte por el que luchar en Berlín.

		

		
			
			

		

	
		
			
				
					[image: ]
				

			

		

	
		
			Análisis

			[image: ] 

			impuestos

			El precio de la demolición fiscal

			Un sistema tributario sólido y progresivo significa que contribuya más quien más tiene y más gana, y que contribuya con una porción mayor de su riqueza y su ganancia

			Ricardo Rodríguez

			Casi todos hemos escuchado en alguna ocasión aquella idea de Oliver Wendell Holmes según la cual los impuestos son el precio de vivir en una sociedad civilizada. Tal vez la experiencia del último cuarto del siglo pasado y el arranque del presente nos debería hacer añadir que solamente una sociedad civilizada es capaz de sostener un sistema tributario justo y que la erosión del sistema tributario es también, aunque a menudo no lo parezca, síntoma de crisis civilizatoria.

			Si contemplamos la historia de la humanidad con perspectiva amplia, nos daremos cuenta de que constituyen una excepción los periodos en los que se logró que la mayoría de la población alcanzara un grado aceptable de bienestar. Fuera de la época de gran prosperidad en las sociedades occidentales avanzadas que comenzó a declinar con la crisis del petróleo, lo usual a lo largo de los siglos ha sido que sólo una élite pudiera permitirse una existencia no amenazada constantemente por la estrechez material.

			Una columna decisiva de esta prosperidad es la existencia de un sistema tributario sólido y progresivo, lo que significa no solo que contribuya más quien más tiene y más gana, cosa que ya se logra en un sistema proporcional, sino que contribuya con una porción mayor de su riqueza y su ganancia. Y es este, jamás resulta ocioso recordarlo, el mandato que emana del artículo 31 de la Constitución de 1978.

			Un difícil y frágil consenso

			La aceptación mayoritaria de tal sistema, siquiera sea como mal necesario, entraña un nivel muy elevado de conciencia cívica y un difícil y por desgracia frágil consenso en torno a la democracia económica. Se trata nada menos que de entender que hemos de aportar una parte sustancial del fruto de nuestro trabajo o del beneficio de nuestros negocios para el sostenimiento de los gastos comunes, y que la medida de nuestra contribución no es lo que personal y directamente vayamos a recibir a cambio, pues el impuesto no es un precio, sino la cuantía de nuestra riqueza. Contribuimos en la medida de nuestra capacidad y nos beneficiamos todos, pues es ese nuestro derecho como ciudadanos, en la medida de nuestra necesidad.

			Es por esto que el artículo 2 de nuestra Ley General Tributaria define el impuesto como el tributo que se exige sin contraprestación individual alguna, como consecuencia de la realización del hecho, el acto o el negocio que ponga de manifiesto la capacidad económica. No es por cierto anecdótico que recientemente el economista Juan Ramón Rallo, director del Instituto Juan de Mariana, afirmase que esta definición prueba que todo impuesto, sin excepción, es confiscatorio. Indica la profundidad del ataque al cimiento del Estado de bienestar acometida desde muy influyentes círculos intelectuales.

			España comenzó a construir de manera muy tardía en comparación con nuestros vecinos europeos un sistema tributario moderno y ese retraso se ha venido arrastrando hasta nuestros días, entre otras razones porque, sin haberse terminado de culminar la obra, comenzó a desmontarse a partir de los años 90. 

			La reforma fiscal de 1977, que pretendía dar soporte a un avanzado Estado social y que diseñó una estructura tributaria similar a la de los más prósperos países europeos, se inspiraba en el proyecto auspiciado por el profesor Enrique Fuentes Quintana desde el Instituto de Estudios Fiscales, cuya presentación a Franco en 1973 había provocado la destitución fulminante del ministro del ramo. A lo largo del régimen franquista había habido dos importantes reformas fiscales, en 1957 y en 1964, pero aún el día de la muerte del dictador subsistía un sistema deslavazado, rotundamente ineficaz para controlar el fraude generalizado y obtener recursos suficientes y con un peso desmesurado de la imposición indirecta que lo hacía profundamente regresivo.

			La reforma de 1977 introdujo como pieza central un Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas concebido como tributo directo, personal y progresivo que gravaba la totalidad de las rentas percibidas por igual y se apoyaba a su vez en otros dos importantísimos impuestos directos: el de Sucesiones y Donaciones, que recae sobre las ganancias patrimoniales obtenidas a título gratuito y cumple una función básica en la persecución de la igualdad de oportunidades, paliando el ensanchamiento de las desigualdades generación tras generación, y el Impuesto sobre Patrimonio, que detecta el coste de oportunidad de la riqueza acumulada en coherencia con la función social de la propiedad enunciada en la Constitución y ayuda además a controlar las fuentes de renta del IRPF. El sistema se completa con el Impuesto sobre Sociedades que grava la renta de las personas jurídicas, el de Transmisiones Patrimoniales, que recae sobre las que se producen entre particulares y, tras nuestra plena incorporación a la Comunidad Europea, el IVA y los Impuestos Especiales como expresión fundamental de la imposición indirecta.

			Se ha de retener bien la idea de sistema, porque el conjunto constituye un edificio racional articulado sobre las cuatro manifestaciones básicas de capacidad económica: la renta, el patrimonio, el consumo y el tráfico. Y, durante los primeros años de la Transición, al menos acerca de los cimientos del edificio existía consenso. Pero esto comenzó a cambiar en los años 90.

			No es difícil resumir algunos hitos del desmantelamiento del sistema tributario de entonces a la actualidad. Se ha ido desplazando de modo abrumador el peso de la recaudación de los impuestos directos a los indirectos. Desde que, a mediados de los 90, el Impuesto de Sociedades pasara a configurar su base imponible sobre el resultado contable de las empresas, el juego de contabilidad y fiscalidad, amén del abuso de las deducciones, ha ido agujereándolo de manera creciente. La desaparición de la transparencia fiscal ha propiciado la eclosión de entidades patrimoniales y profesionales como vías de elusión del fisco, hecho al que se alude luego cínicamente para justificar la supresión de gravámenes eludidos. Desde la Ley de 2006 el IRPF ha cristalizado como tributo dual, que privilegia las rentas de capital sobre las de trabajo. Y la competencia fiscal entre Comunidades Autónomas, en una carrera insensata que a la larga destruye el sostén de los servicios públicos para todos, ha transformado Sucesiones y Patrimonio en tributos residuales.

			La hegemonía del liberalismo

			No es ajena a esta realidad la hegemonía del neoliberalismo en el mundo, por supuesto. Abanderada de la revolución conservadora, la derecha se ha entregado sin más a la demolición. Pero tampoco la izquierda ha ofrecido gran resistencia, obsesionada a menudo por la creación de nuevas figuras tributarias que podrían ser útiles como complemento pero carecen de capacidad para sustituir a los grandes impuestos.

			Lo más desolador, con todo, es el alarmante deterioro de la conciencia fiscal de gran parte de la ciudadanía. En especial trabajadores, autónomos y profesionales de rentas medias que han ido perdiendo poder adquisitivo al tiempo que son testigos atónitos de la corrupción y del deterioro de los servicios públicos. No se debería desdeñar su indignación, que la extrema derecha sí trata de explotar para sus fines. El Estado de bienestar solo puede subsistir si garantiza que toda la población, y no solo los muy desamparados, puedan acceder a servicios y bienes públicos de calidad a cambio de su aportación.

			La actual crisis de la COVID-19 nos ha mostrado en toda su crudeza cuánta era nuestra desnudez. Deberíamos aprender ya que el sostenimiento de los servicios públicos puede ser asunto de vida o muerte. Necesitaremos con seguridad medidas fiscales extraordinarias, como la propuesta del impuesto a la riqueza de los economistas Landais, Saez y Zucman de la que algunas organizaciones políticas y sociales se han hecho eco. Pero a medio plazo estamos obligados a reconstruir de raíz un sistema tributario suficiente. De lo contrario, el precio a pagar podría ser demasiado alto.
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			A dónde vas si te violan

			Ana Requena Aguilar

			@RequenaAguilar

			A dónde irías si te violan. La respuesta tiene ya un claro sesgo de género: las mujeres son el 88% de las víctimas de los delitos sexuales, según datos de Ministerio del Interior, y una de cada tres en Europa (62 millones) ha sufrido violencia física o sexual, como recogió la Agencia de los Derechos Fundamentales de la UE en 2014. Así que, ¿a dónde van las mujeres cuando sufren violencia sexual? ¿Quién les ofrece la atención y el apoyo de emergencia? ¿Dónde acudir para recibir asistencia psicológica? ¿Quiénes se encargan de su atención y reparación a medio y largo plazo?

			La respuesta no está en los servicios públicos, o no plenamente. A pesar de la realidad abrumadora que muestran las cifras y de la experiencia compartida en voz alta por millones de mujeres en todo el mundo, nuestros servicios públicos no están pensados ni dotados para garantizar la prevención, atención y reparación integral y adecuada de todas las mujeres que sufran violencia sexual. Más allá de la asistencia policial y de la posibilidad de acudir a un juzgado, en muchas ocasiones son asociaciones feministas quienes se hacen cargo de la atención de las mujeres que sufren violencia sexual, tanto de su acompañamiento durante el proceso de denuncia como de su apoyo psicológico y curación. 

			Amnistía Internacional (AI) señalaba en 2018 que ocho comunidades autónomas no contaban con centros especializados para atender a las víctimas de violencia sexual. La ausencia de normativas públicas estatales sobre la prevención, atención y reparación a las víctimas, señalaba AI, deja un vacío que cada comunidad llena –o no– de manera dispar. En 2018 todavía ninguna administración disponía de centros de crisis, que atienden las emergencias y están abiertos las 24 horas, unos recursos habituales en otros países. En estos dos últimos años, la ciudad de Madrid ha sido la única en inaugurar un centro de este tipo, concebido durante el mandato de la alcaldesa Manuel Carmena. “El Estado español está incumpliendo su deber de diligencia debida en el marco de la asistencia y prestación de servicios a las víctimas y supervivientes”, decía AI en el informe de 2018, llamado Ya es hora de que me creas. Un sistema que cuestiona y desprotege a las víctimas. 

			Sería ingenuo pensar que esta desasistencia no tiene consecuencias, no solo para las víctimas, sino también para las mujeres y para toda la sociedad. Funciona como un símbolo: considerar la Sanidad, la Educación o la dependencia dentro de lo que entendemos que deben ser los servicios públicos, pero no incluir en la conversación (ni en las políticas ni en el presupuesto) la prevención, atención y reparación de quienes sufren violencia sexual es una forma de construir “lo público” que ignora la experiencia y las necesidades de las mujeres, que se desentiende de las consecuencias del machismo estructural y que deja en manos de las supervivientes su reparación. La ley del “solo sí es sí” contemplaba, más allá de cambiar el paradigma penal, subsanar esta carencia de servicios públicos y crear una red de centros de atención integral y de recursos para la recuperación de las víctimas. La pandemia la dejó congelada. 

			Aplicar la perspectiva de género es precisamente defender y construir servicios públicos que atiendan las necesidades básicas, que combatan las desigualdades, que se hagan cargo de los agujeros del sistema y traten de prevenirlos y compensarlos pensando en toda la ciudadanía, y no solo en una parte. Unos servicios públicos que nos cuiden, también del machismo.
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			El estado que cuida:
joven y en construcción

			Los Pactos de la Moncloa supusieron un acuerdo político, social y económico sobre el que se elaboró una constitución llena de artículos de contenido social que dan cobertura al desarrollo de un estado del bienestar ambicioso

			Andrés Gil

			@andresgil

			Quien haya nacido en los 70 recuerda las litronas en los parques, jeringuillas por los suelos y el miedo contagioso de quien le rodeaba el 23F. Pero también recuerda a Naranjito y las vespino que se podían conducir con 14 años, edad a la que se terminaba la educación obligatoria, y que muchas veces ellos, los nacidos en los 70, se convertían en los primeros licenciados de su familia. Una edad a la que la mayoría de los padres y madres de esos niños nacidos en los setenta empezaron a trabajar de cualquier cosa, la mayoría de las veces sin cotización ninguna, para ayudar a unas familias que acababan de salir del racionamiento.

			Los nacidos en los 70 recuerdan llamar al practicante para las vacunas, y tener que pagarlo; ir al ambulatorio o a la casa de socorro o a la Cruz Roja, porque no había centros de salud; ir en el coche sin cinturón de seguridad y oír en la radio hablar de crímenes pasionales cuando un machista asesinaba a alguna mujer.

			Ni la educación ni la sanidad universal, ni la protección de los menores ni de las mujeres, ni las pensiones no contributivas ni siquiera las coberturas por desempleo o la negociación colectiva en el trabajo, y mucho menos la ley de Dependencia o el recientísimo ingreso mínimo vital llevan toda la vida en España.

			Marcelino Camacho, histórico fundador de Comisiones Obreras, hizo célebre un razonamiento: “El derecho de huelga se consigue haciendo huelgas; el derecho de reunión, reuniéndose; el derecho de asociación, asociándose”.

			Cuando los padres de los nacidos en los 70 se ponían a trabajar con 14 años o menos, el franquismo estaba intentando salir de la autarquía y acabando con las cartillas de racionamiento, que llegaron hasta 1951. Mientras tanto, en el resto de Europa, había terminado la Segunda Guerra Mundial con la derrota del fascismo y el nazismo; el plan Marshall empezó a llegar en 1948 y la Europa occidental comenzaba a construir un modelo económico, político y social propio frente al desafío de la Unión Soviética; un modelo de Estado del Bienestar intrínsecamente europeo, ratificado por la declaración de Schuman en 1950 que levantaba los andamios de lo que hoy es la Unión Europea; por medio de la alianza de enemigos históricos –Alemania y Francia– y de las principales familias políticas gobernantes: populares, socialdemócratas y liberales.

			1939, un modelo derrotado

			El franquismo supuso una ruptura con la evolución política de la España contemporánea, que había ido despegándose del absolutismo hasta llegar a la democracia en la Segunda República, con episodios más o menos autoritarios, con más o menos liberalismo doctrinario, con la dictadura de Primo de Rivera y el turnismo de la Restauración… Pero la España de 1931 era equiparable al resto de sistemas europeos. La de 1939 era el modelo derrotado en la Segunda Guerra Mundial, y sobre el cual se construyeron las democracias en Europa.

			Es verdad que el franquismo jugó a blindar buenas condiciones laborales a cambio de prohibir todo tipo de actividad sindical y negociación colectiva. Pero hubo huelgas, revueltas y se fundó el sindicato Comisiones Obreras en 1962. En todo caso, es verdad que en 1963 se creó la ley de bases de la Seguridad Social, aunque la financiación procedía fundamentalmente de las cuotas de trabajadores y empresarios, siendo simbólicas las transferencias del Estado. Y también es verdad que Franco creó la Magistratura del Trabajo, seguros obligatorios de vejez e invalidez, el subsidio familiar, el seguro obligatorio de enfermedad, introdujo la paga de Navidad y estimuló el mutualismo. Eso sí, la educación primaria y secundaria quedó en manos de la Iglesia.

			De aquí viene el mito del franquismo como impulsor del Estado del Bienestar español, por la creación simbólica de la Seguridad Social, aunque su arquitectura fuera regresiva. Pero lo cierto es, como dice el catedrático de Historia Económica Francisco Comín, que “la definición de Estado del Bienestar se aplica a los países democráticos cuyo gasto público social supera el 25% del PIB. En 1977, el gasto social sólo era el 11,7% el PIB; el porcentaje que define al Estado del Bienestar se alcanzó en 1995, gracias al fuerte crecimiento del gasto social y al avance de la Seguridad Social durante la democracia”. 

			Pero no sólo el gasto social en el franquismo con relación al PIB estaba lejos de los niveles suficientes para ser considerado un Estado del Bienestar. Es que las primeras políticas sociales son previas al franquismo.

			Azaña y el Estado

			En 1900, se aprobaron la ley de Accidentes del Trabajo y la ley del Trabajo de Mujeres y Niños; en 1903 se creó el Instituto de Reformas Sociales; en 1904 se acordó el descanso dominical: en 1906 se reguló la inspección del trabajo; en 1908 se crearon tribunales industriales para dirimir los conflictos derivados de la aplicación de las leyes sociales; en 1909 se aprobó una ley de huelgas y se creó el Instituto Nacional de Previsión, que inició la gestión de las primeras pensiones de vejez; en 1912 se prohibió el trabajo nocturno de la mujer y en 1919 se estableció la jornada laboral de ocho horas.

			En un discurso en la casa del pueblo de Alcalá de Henares, el 4 de febrero de 1911, Manuel Azaña, que décadas después se convertiría en presidente de la Segunda República, hacía ya un alegato de la importancia de lo público: “De él, de ese Estado, con todos sus defectos de organización, con su ceguedad y su parsimonia, es del único Dios de quien podemos esperar que ese milagro se verifique. ¿De quién, si no, vamos a recibir la justicia? ¿O esperamos, acaso, que el codicioso, el explotador, el privilegiado renuncien voluntariamente a su privilegio, a su explotación o a su codicia? Nunca se vio tal” (Discursos de Manuel Azaña, Editorial Crítica).

			En 1917 se produjo la Revolución soviética; en 1918 acabó la primera Guerra Mundial; en 1922 llegaba al poder Benito Mussolini; en 1923, Primo de Rivera y, en 1933, Adolf Hitler, tres años antes del inicio de la Guerra Civil española.

			El primer tercio del siglo XX fue en toda Europa, pero también en España, un periodo de lucha de ideas, de modelos políticos y económicos, pero también de vanguardias artísticas, de fragilidad de los sistemas liberales, de auge de totalitarismos, de denuncia de los horrores de la Primera Guerra Mundial, mientras se encaminaba a la Segunda, con crack del 29 incluido, la desheredada Sociedad de Naciones y la frágil República de Weimar alemana.

			Y España, que entró de lleno en 1939 en el modelo que sucumbió en la Segunda Guerra Mundial, no empezó de verdad a construir su Estado del Bienestar hasta tres décadas después que el resto de Europa.

			En primer lugar, a través de unos Pactos de la Moncloa (1977), dos años después de muerto el dictador y tras haberse hecho el harakiri las Cortes franquistas, que supusieron un acuerdo político, social y económico sobre el que se elaboró una Constitución llena de artículos de contenido social que dan cobertura al desarrollo de un Estado del Bienestar ambicioso: reconoce el derecho a la educación de todos los españoles; el de la protección a la salud e, incluso, la supeditación de la economía al interés general de la ciudadanía.

			Unos pactos que incluyeron entre sus acuerdos una reforma tributaria –en la que desempeñaron un importante papel Francisco Fernández Ordóñez y Enrique Fuentes Quintana– y de la Seguridad Social, con las cuales afrontar la modernización de la estructura fiscal española: en 1977 entró en vigor el impuesto extraordinario sobre el patrimonio, y al año siguiente se instauraba el IRPF. 

			La idea de que haya una gestión pública de lo que afecta al conjunto de la sociedad, o de que el Estado asuma el cuidado de su ciudadanía, se ha ido construyendo a lo largo del último siglo, pero cuyo salto principal lo dio a partir de 1982, con los gobiernos de Felipe González. Así, entre 1982 y 1992, el gasto público en pensiones, sanidad y educación aumentó en 4,1 puntos del PIB. En 1985 recibían subsidio de desempleo un millón de personas; en 1992, un millón y medio. El  número de pensionistas alcanzó los siete millones en 1995: la ley de pensiones no contributivas de 1990 creó 400.000 pensionistas nuevos, recuerdan Juan Pablo Fusi y Jordi Palafox (El Desafío de la Modernidad, Espasa Calpe).

			 

			Por el camino se pasó del OTAN de entrada no; a la entrada en la OTAN en 1986 –pero también en la CEE–; y la huelga general de 1988, los GAL, los casos de corrupción, las privatizaciones y las puertas giratorias. Pero, para entonces, aquel nacido en los 70 supo librarse de las jeringuillas y el caramelo de empezar a ganar dinero con 14 años, estaría acabando su carrera universitaria en un país con un gasto en política social equiparable al del resto de los principales países de Europa –aunque fuera en su franja baja–.

			Si bien la legislación laboral fue debilitándose con el paso de las legislaturas, y de que los primeros recortes se producen con José Luis Rodríguez Zapatero –mayo de 2010 y reforma del artículo 135 de la Constitución en agosto de 2011–, la última verdadera vuelta de tuerca llega con la España de Mariano Rajoy siguiendo las recetas hegemónicas en ese momento para salir de la crisis: reforma laboral, congelación de las pensiones, recortes en educación, sanidad, investigación, funcionarios… 

			Para entonces, el nacido en los 70 ya está crecido, quizá hasta haya tenido algún que otro descendiente y empiece a atisbar sus primeras canas. Pero tiene memoria, y sabe, como decía Marcelino Camacho, “que el derecho a la huelga se consigue haciendo huelgas”. Es decir, que nada cae del cielo, y ha visto que el Estado del Bienestar puede ser un acordeón, que a veces crezca y a veces se encoja. En función de quién empuje y cuánto se empuje, para un lado o para otro. Y, dependiendo de eso, cuando llega una pandemia habrá o no habrá camas en los hospitales gestionados por una u otra comunidad autónoma; o mascarillas, o respiradores; los ancianos serán o no abandonados a su suerte; y las políticas públicas serán como las aplicadas en la crisis de 2008 siguiendo los dictados de la troika o serán distintas.

			Así, la metáfora del vaso del sociólogo Pierre Bourdieu que recordaba Álvaro García Linera para las revoluciones vale para el Estado del Bienestar: “¿Por qué se rompe un vaso de cristal? Si le tiro un teléfono celular y se rompe, ¿la culpa es del celular o es porque el vaso es frágil? Si el vaso en vez de vidrio fuera de acero, le tiro el celular y no se rompe, o le doy un martillazo y no se rompe. Igual son las revoluciones. Siempre van a ser objeto de asedios, del celular o martillazos o piedras que van a acechar. Si tú elaboras un vaso de cristal, se rompe; pero si elaboras un vaso de acero, va a resistir la pedrada”.

			Y esa persona nacida en los 70 recuerda que su abuelo, por quien no cotizaron en el franquismo, pudo acceder a una pensión no contributiva en los 90. Pero sabe que aquella pensión, que supuso un avance, era tan pequeña que necesitaba de la ayuda de su familia para llegar a fin de mes. Y también es consciente de que, cuando se jubile, no sabe qué pensión recibirá ni en qué condiciones estará el sistema público en particular ni el Estado del Bienestar en general.
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			El valor de lo común

			Lina Gálvez

			@linagalvezmunoz

			La pandemia y el confinamiento nos han revelado lo que de verdad es más valioso para salvaguardar nuestras vidas y nuestro bienestar: el cuidado, la gestión solidaria y comprometida de nuestros recursos y espacios colectivos, lo común.

			Es un cambio importante, porque en el último medio siglo se había generalizado, en la economía, la política, la cultura y los valores más personales, una ideología que sitúa el interés individual por encima de todo y presenta como natural la antigua fantasía de una individualidad que en realidad se sostiene en el trabajo de otros, de otras.

			Lo curioso de esa ideología, convertida en práctica que sacraliza lo individual, es que se presenta como la mejor versión posible de la modernidad y el conocimiento científico. Sin embargo, es ajena a un hecho evidente. En las sociedades complejas como las nuestras, donde el conocimiento, la tecnología, la sinergia, las redes, la empatía o las organizaciones de todo tipo son imprescindibles para crear riqueza, no es de ninguna manera posible que la acción individual produzca valor sin el concurso de lo común.

			Pero el valor de lo común no ha sido soslayado porque se crea que lo que no es propiedad de nadie no es valioso, sino porque asumirlo implica desvelar quién tiene el poder y puede beneficiarse de esos recursos en mayor medida que los otros. Y pone en jaque la racionalidad que sustenta nuestra forma de vida y nuestras instituciones desde el triunfo de los estados liberales, la economía y la sociedad de mercado.

			El pensamiento dominante ha tratado de hacernos creer que el mercado podía resolver también el problema de asignar lo común. El mantra de que el mercado es más eficiente ha justificado las privatizaciones de todos los recursos y servicios esenciales. Pero su secuela ha sido la producción social de la escasez y la ineficiencia, pues, por mucho que se haya querido ocultar, la realidad es que el uso privatizado de lo común resulta a la postre más caro y es asignado en peores y más desiguales condiciones.

			La pandemia ha hecho que todo ese discurso salte por los aires. Hasta los más conspicuos defensores del mercado reclaman ahora la ayuda de los gobiernos, el apoyo estatal para obtener recursos cuantos antes y facilitar acciones colectivas como la búsqueda de una vacuna.

			Es el momento de asumir lo común como espacio prioritario. Eso no significa volver a un pasado idealizado –las mujeres no queremos volver al pasado–, o a sistemas políticos que buscaban el interés común pero asfixiaron la iniciativa y las libertades individuales. Lo común como espacio prioritario requiere repensar nuestras instituciones y leyes, nuestra convivencia, nuestra manera de producir y consumir, la forma en que educamos a las generaciones futuras. Requiere que seamos fiscalmente responsables y votemos en consecuencia, y participemos en los distintos ámbitos de la política, más allá de la institucional. 

			No digo que no pueda haber vuelta atrás. Pero aprovechemos que el valor de lo común ha estallado ante nosotros como lo que es, el mejor recurso para transformar nuestra sociedad a favor de la paz y de una mayor libertad y bienestar para todas las personas.
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